






























































Pertenecen a la segunda categor-ía, aquellas que "se van ejecu-
tando y renovando en el tiempo, día a día, hora a hora, de manera
que ( ... ) el tiempo es factor predominante" (3). Los contratos que
les dan origen se denominan de tracto sucesivo. Por ejemplo, contra-
tos de concesión para la prestación de un servicio público, en el
derecho administrativo; contrato de trabajo, en el derecho laboral;
contrato de arrendamiento, en el derecho civil.

Como se ha expresado ya, para la aplicación de los principios
de la imprevisión es fundamental el transcurso del t:empo entre
el perfeccionamiento del negocio jurídico y el momento de ejecución
de las obligaciones correspondientes. Sólo así pueden sobrevenir fe-
nómenos que alteren las circunstancias de diversa índole -de hecho,
jurídicas, económicas, etc.- tenidas en cuenta por quien lo celebra,
y que agravan la onerosidad de las prestaciones.

Es frecuente encontrar en la doctrina el concepto de que la im-
previsión sólo tiene aplicación en los contrtos de tracto sucesivo.

Consideramos que dicha opinión implica una concepción suma-
mente recortada de la teoría a estudio. Nada se opone a que, tratán-
dose de un contrato de ejecución única pero diferida en el tiempo,
sobrevengan los acontecimientos analizados en el lapso que va de
su celebración al cumplimiento de las obligaciones, con el consiguiente
trastorno de la economía contractual.

Por ello Planiol y Ripert (4), al referirse a este aspecto de la
imprevisión hablan, en forma que encontramos acertada, de "contra-
to de tracto sucesivo o de cumplimiento pospuesto", y agregan: "Se-
rá necesario que el contrato produzca prestaciones futuras. Si e!
contrato es de cumplimiento inmediato, la injusticia resultante de la
desigualdad de las prestaciones recíprocas podrá caer dentro de la
teoría de la lesión o de la causa. No obstante, no debe limitarse la
revisión al ceso de prestaciones sucesivas ya que una prestación úni-
ca ap~azada puede hacerla necesaria igualmente" (Subrayas nuestras).

Así lo consagra, en forma por demás técnica, según se vió, el
Código Italiano. Al analizar las disposiciones correspondientes de és-
te, ya citadas, dice Messineo: "El remedio contra los efectos de la
excesiva onerosidad encuentra su razón de ser en la distancia de
tiempo corriente entre la estipulación del contrato y el momento de
su ejecución. La aplicación del mismo, especialmente a los casos de
contratos de ejecución continuada o periódica, depende del hecho

(3) Eudoro González Gómez: "Las obligaciones en el Derecho Civil Colombiano",
Ediciones Cooperativa de Derecho, Medellín, 1963, pág. 8.

(4) Planiol y Ripert: Ob. cít., pág. 561.
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de que en éstos, en particular, se interc~la una diferencia d: tie~p~
entre la est.ipulación del contrato y las diversas fases de su eJecUCI?~,
. mbargo también para estos contratos el derecho a la resolución

SIn e , . d. id d .
concedido al deudor depende, no de la continuidad o perro ICI a , smo
de la dilación de la ejecución ( ... ) Como puede observarse, la ley

da el remedio de la resolución también para el caso de que laacuer d .
. onerosidad se verifique a propósito del contrato e eJecu-

exceSIva . iferid 1 t'. , ,. con tal que la prestación haya SIdo diferi a en e lempo,cien umca, . .,,, (5)
por efecto de la existencia de un término para la eJeCUCIOn .

C. Braccianti, citado por Messineo (6), "ext:end~ el remed.io de
la resolución a los contratos que, si bien deban ser eJecutad,.:>srnme-
diatamente, quedan, de hecho, diferidos por razones extranas a la
voluntad de las partes".

En síntesis, en lo tocante a la aplicación de la imprevis~ón a la
f de las obligaciones contractuales, opinamos que ella fiene ca-es era li .

bida en los contratos de tracto sucesivo, en los de cump irnierrto es-
calonado y en los a término. Es decir, y de manera general, en los
contratos de ejecución no inmediata.

E) Contratos Aleatorios y de Especulación. -Finalme~te,. ~8

ha discutido por la doctrina acerca de si procede o no la. aplicación
de los principios de la imprevisión a los contratos aleatorios y a los
de especulación.

Con relación a la primera posibilidad, algunos autores l~ rech~-
zancon base en que "siendo de la esencia de la teoría. d.e la lmpr~vl-
sión el que sobrevengan estos acontecimientos imprevlslb~es, es ma-
plicable a las obligaciones que nacen de contratos aleatorios, ya. que
éstos suponen la intención que tienen las part:s de. mantenerse mal-
terablemente obligadas, no obstante la sobrevinencia de esos acon-
tecimientos" (7).

Otros autores admiten la extensión de los principios de la im-
previsión a esta clase de contratos, con base en la distinción -que
nosotros juzgamos acertada y que compartimos plenament~- en-
tre lo "aleatorio previsible" y lo "aleatorio imprevisible". A~I, Bade-
nes Gasset expresa que "hay un álea que los contratantes t'enen en

(5) Messineo: Ob. cit., pág. 377.
(6) Messineo: Ob. cít., pág. 377. VII N0 1942 pág 298
(7) De la Maza Rivadeneira: Ob. cit., Gaceta Judicial, Tomo XL " , . ,
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vista al contratar y en previsron del cual contratan (álea previsible);
ejemplo: los jugadores de ajedrez de la misma categoría tienen posi-
bilidad de ganar o perder un cierto número de partidas. Y hay un
álea imprevisto e imprevisible que de preverlo no sería posible esti-
pular contrato alguno, y que en el ejemplo citado es que el perdedor
pague al ganador de acuerdo con el contrato en dinero totalmente des-
valorizado" (8).

Estimamos que las mismas razones anteriores son valederas pa-
ra sostener la vigencia de los principios de la imprevisión en los lla-
mados contratos de especulación. En éstos hay, desde luego, una deci-
sión de las partes de soportar las contingencias propias de las fluc-
tuaciones de los negocios, como ocurre en el mercado de valores; Pe-
ro aquí también cabe distinguir lo "aleatorio previsible" de lo "alea-
torio imprevisible", porque "la especulación supone lo extraordina-
rio dentro de lo normal corriente. La noción de la imprevisión supone
la anormalidad" (9).

En el mismo sentido se pronuncia Enneccerus: "... en los ne-
gocios de carácter especulativo el derecho de resolución se otorga con
menor frecuencia que en los demás negocios, porque en ellos las par-
tes pueden contar ya al contraer el negocio con las eventuales alte-
raciones de las circunstancias, especialmente con la fluctuación de los
precios. Por consiguiente, en los negocios del comercio al por mayor,
casi siempre más o menos especulativos, hay que proceder con espe-
cial cautela antes de reconocer el derecho de resolución. Pero ni si-
quiera en este caso se excluye en absoluto el derecho de resolución,
porque frecuentemente también en los negocios mercantiles al por
mayor, la especulación es muy secundaria y porque, incluso cuando
existe, las alteraciones de la situación económica pueden alcanzar un
grado tal que se presumiera totalmente imposible al tiempo de la
conclusión del contrato. (Subrayas nuestras). (10).

Consideramos pues, que, con la distinción anotada, la imprevi-
sión tiene también cabida en los contratos aleatorios y en los de espe-
culación.

(8) Badenes: Ob. cít., págs. 127 y 128.
(9) De la Maza Rivadeneira: Ob: cit., G. J., XLVII, N? 1.942,pág. 298.
(lO) Enneccerus: Ob. cu., pág. 211.
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CAPITULO V

EFECTOS DE LA TEORIA DE LA IMPREVISION

Tiene capital importancia lo atinente a los efectos que se le
asignen a la aplicación de la imprevisión, pues constituyen el as-
pecto práctico de ella, y de su extensión o restricción depende la efi-
cacia de sus principios.

Para ser lógicos con las conclusiones a que habremos de llegar
en el presente capítulo, recordaremos que la teoría de la imprevisión
representa indiscutiblemente una nueva y seria limitación a los prin-
cipios de la autonomía de la voluntad y de la libertad contractual;
que ella busca hacer operante en el tráfico jurídico claras nociones
de justicia y equidad; que tiende a defender la finalidad económica
y social del contrato -y en general del negocio jurídico obligacio-
nal-, cual es la de permitir la satisfacción de las necesidades de la
comunidad mediante el intercambio de bienes y de servicios, y a
evitar el enriquecimiento ilegítimo de uno de los contratantes a ex-
pensas de la merma patrimonial ruinosa del otro; que la seguridad
jurídica no puede erigirse en dogma para amparar injusticias; y que,
en fin, tal limitación la aceptamos plenamente, pues la encontramcs
acorde con las orientaciones del derecho moderno, inspiradas en prin-
cipios de solidaridad.

1. TERMINACION DEL CONTRATO. -Hemos visto que los
principios de la imprevisión son aplicables a los contratos de tracto
sucesivo, lo cual encuentra unanimidad en la doctrina que acepta la
teoría.

La disolución o aniquilamiento de este tipo de convenios se de-
nomina terminación. Dado que, por la índole de los mismos, no es
posible retrotraer las cosas al estado precontractual, este modo de
extinción sólo opera hacia el futuro: no afecta el pasado. Al respecto
expresa Pérez Vives (1): "En los contratos de tracto sucesivo no
puede hablarse propiamente de resolución sino de cesación. Estos
contratos terminan, no se resuelven; los franceses emplearon la locu-
ción "resiliaton" para distinguir esa figura jurídica en virtud de la
cual el contrato termina para lo futuro, pero permanece inmodifica-
ble en cuanto a los hechos anteriormente realizados".

(1) Alvaro Pérez Vives: "Teoría General de las Obligaciones", volumen I, Ed Temis,
Bogotá, 1966,pág. 59.
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La terminación es un efecto que consulta la técnica jurídica,
pues puede haber casos en que el trastorno de la economía contrac-
tual ha sido tan grave, y las circunstancias sobrevinientes son de tal
magnitud y duración, que la única forma de evitar la excesiva one-
rosidad que para la parte afectada traería la ejecución de la presta-
ción, con el consiguiente quebranto patrimonial de carácter ruinoso,
es la de que el juez declare terminado el convenio y deje sin efectos
futuros, por tanto, las obligaciones surgidas del mismo.

Queda a la prudencia del juez, desde luego, determinar en cuáles
eventos tiene un mayor contenido de equidad esta solución, que in-
dudablemente es drástica. Y deberá tener en cuenta, además de las
condiciones especiales de las partes intervinientes en el negocio ju-
rídico, que su solución, en cuanto sea posible, armonice con el bien
común, con las necesidades de la economía general.

Decretada la terminación, las partes quedarán en libertad de
acordar, si a ello se avienen, las estipulaciones de un nuevo con-
venio que consulte en forma más adecuada las nuevas realidades eco-
nómicas.

nes anteriores a los acontecimientos constitutivos de la imprevisión,
guardan armonía con las exigencias de la más severa moral, son per-
fectamente justas y concuerdan con las finalidades económico-socia-
les del contrato, puesto que fueron estipuladas y ejecutadas en cir-
cunstancias normales y no existe ninguna razón para desconocer la
eficacia de la obligación, mientras se ejecuta en las condiciones co-
rrientes, análogas a las que existían en la fecha de su nacimiento J.

la vida jurídica" (2).
La anterior argumentación más parece elaborada para rechazar

la resolución en los contratos de tracto sucesivo, para los que sí ten-
dría fuerza, pues en ellos sí cabe afirmar que las prestaciones ejecu-
tadas entre el momento de su perfeccionamiento y aquel en que
sobrevienen las circunstancias imprevisibles, guardan la equivalencia
y el equilibrio exigidos, pero en ningún caso para los de ejecución úni-
nica pero diferida, por las razones antes expuestas.

Al igual que lo anotado para el efecto de la terminación, el fa-
llador deberá buscar, antes de proferir la resolución, que su decisión
armonice no solamente con los intereses de las partes intervinien-
tes en el negocio jurídico, sino con los intereses generales de la co-
munidad, a fin de evitar los desequilibrios sociales que podría ocasio-
nar una brusca interrupción en un sector de la actividad jurídica y
económica.

Asimismo deberá tener en cuenta, al restablecer el estado pre-
contractual -como consecuencia de la declaratoria de resolución-,
si una de las partes había ejecutado alguna prestación en favor de
la otra (por ejemplo, pago de todo o parte del precio, en el caso de
una compraventa en la que se hubiera estipulado un plazo largo pa-
ra la entrega de la cosa) y regular lo atinente a los beneficios eco-
nómicos derivados por esta última de esa prestación ya cumplida.
De lo contrario se propiciaría un enriquecimiento ilegítimo.

Finalmente, recordaremos que tanto el Código Polaco como el
Italiano, preven, según se desprende de las disposiciones ya citadas,
el efecto de la resolución. El último de dichos ordenamiento s contem-
pla -artículo 1467, inciso 39- una modalidad que le resta drastici-
dad y que busca armonizarlo con los intereses de la economía en ge-
neral: "La parte contra quien se hubiere demandado la resolución
podrá evitarla ofreciendo modificar equ!tativamente las condiciones
del contrato".

2 . RESOLUCION DEL CONTRATO. -Hemos expresado antes,
al comentar la aplicación de la teoría al círculo de los contratos, que
ella: no se debe limitar a los de tracto sucesivo, sino que su vigencia
se debe extender, en general, a aquellos que, aún siendo por natura-
leza de cumplimiento instantáneo, no vayan a tener una ejecución
inmediata,

Para guardar congruencia con lo anotado anteriormente, conside-
ramos que el efecto en estos casos será la resolución del contrato.
Como es sabido, esta forma de extinción de los contratos no sólo
opera hacia el futuro, sino que vuelve las cosas al estado precon-
tractual.

Desde luego, aquí el término "resolución" no se deberá tomar
en su acepción jurídica tradicional, o sea la de extinción del contra-
to por el advenimiento de una condición resolutoria, tácita u ordi-
naria. En este caso los efectos de la resolución se van a dar por la
sobrevinencia de circunstancias constitutivas de imprevisión.

Al igual que la terminación, la resolución del contrato será un
remedio extremo, en el que la oportunidad y conveniencia de su apli-
cación no se pueden fijan en abstracto, sino que será el buen criterio
del juez el que señale los casos en que se haga necesario.

Algunos autores rechazan la resolución por considerar-la un efec-
to injusto. De la Maza Rivadeneira dice al respecto: "Las prestacio- (2) De la Maza Rivadeneira: Ob. cu., G. J., Tomo XLVII, N~ 1.942, pág. 300. .
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3. LA SUSPENSION DE LA EJECUCION DE LAS OBLIGACIO-
NES. -Esta solución es de aplicación más restringida, pues sólo tie-
ne operancia en aquellas situaciones de anormalidad económica de
carácter eminentemente transitorio. Dada la índole temporal de esos
fenómenos, se considera que la suspensión de la exigibilidad de la
prestación es suficiente para evitar que se altere el equilibrio con-
tractual.

Otra limitación de esta solución es la de que no tiene cabida en
los contratos administrativos, pues, como se anotó antes, en ellos
interesa primordialmente la continuidad en la prestación del servi-
cio público.

El efecto de la suspensión tiene la ventaja, para los sectores tra-
dici?nal~stas que se muestran reacios a la extensión de la teoría, que
no implica una mayor intervención judicial en el ámbito de la auto-
nomía de la voluntad, en la esfera contractual.

Se anota a esta solución, con toda lógica, el inconveniente de que
exige .~eterminar previamente cuándo un fenómeno va a ser de larga
duración, o cuando, por el contrario, tiene el carácter de transitorio,
lo que no será fácil en la mayoría de los casos.

La prementada Ley Failliot se refiere a este efecto en el inciso
39 de su artículo 29, que dice: "El juez puede también, si una de las
partes lo pide, decretar la suspensión del cumplimiento del contrato
durante un plazo que él determinará".

4. LA REVISION DE LAS ESTIPULACIONES DEL CONTRATO.
-Como consecuencia de este efecto de la imprevisión, el vínculo ju-
rídico entre las partes no desaparece: se produce, si, un reajuste de
las respectivas prestaciones, una adaptación de ellas a la nueva rea-
lidad económica impuesta por las circunstancias sobrevinientes.

Este es, sin duda, el efecto de mayor aceptación' en la doctrina
y en la jurisprudencia. Se adecúa más a la finalidad económica y
social del contrato y a las necesidades del tráfico jurídico.

No se puede desconocer, como se indicó antes, que la terminación
o la resolución inconsultas de un número apreciable de contratos
como consecuencia del advenimiento de fenómenos constitutivos de
imprevisión, podría ocasionar nuevos trastornos en la economía de
un país y contribuir a agravar los desquilibrios ya existentes, cuya
corrección se busca.

La revisión fue precisamente la solución adoptada por el Conse-
jo de Estado Francés --en fallo avanzado para su época- en el ca-
so de la Compañía de Burdeos, a que hicimos alusión en el Capítulo
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11 de este trabajo. Según la expresamos, el Consejo de Estado orde-
nó a las partes la revisión amigable de las estipulaciones del contra-
to, y reenvió el negocio al juez de instancia a fin de que éste, en caso
de no lograrse acuerdo entre aquellas, fijase las nuevas condiciones
en que habría de desarrollarse en el futuro la concesión.

¿A quién incumbe la revisión del contrato y la fijación, por tan-
to, de las nuevas condiciones? No tenemos duda alguna al sostener
que lo técnico, para que los principios de la imprevisión tengan efe-
tiva operancia, es que ella corresponda al juez.

Son muchos los aspectos que puede comprender la revisión y se-
rán las necesidades de cada caso las que determinen la forma en que
deba hacerse el reajuste' de las prestaciones ,a fin de que éstas reco-
bren el equilibrio perdido, y en general, para que se restaure la eco-
nomía contractual. Puede decirse, en principio, que ella incluye la
facultad para el juez de aumentar o de disminuir los precios estipula-
dos por las partes, y en general, la cuantía de las prestaciones acor-
dadas; de regular la forma de cumplimiento de éstas; de señalar nue-
vos plazos, de alargar los pactados, etc.

Es innegable que la revisión por el juez de los negocios jurídi-
cos cuyas obligaciones han devenido excesivamente onerosas a causa
de sucesos imprevisibles, implica una verdadera suplantación de la
voluntad de las partes; en este efecto se patentiza la limitación a la
libertad contractual que la teoría de la imprevisión comporta. Ya he-
mos fijado nuestra posición sobre este aspecto de la teoría, que acep-
tamos plenamente como una nueva conquista del moderno derecho
contra múltiples rezagos y prejuicios del individualismo jurídico,
expresión éste, a su vez, de anacrónicas concepciones políticas, ya
hoy felizmente en vía de superación.

5. SOLUCIONES DISTINTAS. -Las otras fórmulas sostenidas,
en lo tocante al efecto de la revisión, por quienes temen la ingerencia
del juez en el campo de la autonomía de la voluntad, pueden agrupar-
se así: a) Revisión amigable por las partes; b) Revisión por las par-
tes bajo amenaza de declaratoria judicial de resolución o de termi-
nación del contrato.

La primera la consideramos francamente inoperante e implica,
sencillamente, dejar sin efecto la imprevisión. La armonía y la equi-
dad no son nociones comunes en el tráfico jurídico, y equivaldría a
dejar a la parte afectada por los nuevos acontecimientos, a merced
de las ambiciones desmedidas de la otra, que no renunciaría fácil-
mente a las ventajas inesperadas que aquellos le reportan.
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La segunda, pretendiendo ser una fórmula intermedia y atenua-
da, tiene en el fondo la drasticidad que se le atribuye a la resolución
o terminación del contrato: puede ocurrir, en efecto, que la intran-
sigencia de las partes para llegar a un acuerdo en casos de desequili-
brios que no tienen gran entidad -pero siempre dentro de la onero-
sidad que exige la teoría-, y que bien podría solucionar el fallador,
mediante el reajuste de las prestaciones, conduzca al aniquilamien-
to del contrato, que es precisamente el efecto que se quiere evitar
con la revisión.

6. NEGOCIOS JURIDICOS UNILATERALES. -Finalmente, y
dado que hemos sostenido la vigencia de los principios de la teoría
de la imprevisión para las obligaciones que surgen de los negocios
jurídicos de formación unilateral, es lógico concluir que los efectos
analizados les son también aplicables a éstos, en la forma en .que se
adaptan a su propia estructura: se podrá llegar, por tanto, a la sus-
pensión de la exigibilidad de sus obligaciones, o a su revisión, o a
la declaratoria de extinción de las mismas.

7. INDEMNIZACION DE PERJUICIOS. -Algún sector de la
doctrina contempla la situación de la parte acreedora en el caso de
resolución o terminación del contrato, o suspensión de la exigibilidad
de las obligaciones, y propugna que se le indemnice por los per-
juicios que reciba con ocasión de tales eventos, en el doble aspecto del
daño emergente y el lucro cesante.

En los términos siguientes se resume tal posicion : "En efecto,
el cumplimiento del contrato en condiciones normales iba a produ-
cir ciertos beneficios al acreedor. La suspensión o la resilíación le
producirán un daño que naturalmente debe indemnizársele ( ... )
Pero, también lo privan de esos beneficios a que aludimos y es justo
que también se le indemnice por esta pérdida. Naturalmente, eso sí,
sólo deberá tomarse en cuenta lo que normalmente habría podido
ganar y el daño que habría sufrido en condiciones normales de no ha-
berse ejecutado la obligación ( ... ) Como hemos dicho y lo repetire-
mos, lo deshonesto, lo injusto, lo inconveniente es que el acreedor
obtenga ganancias excesivas a consecuencia de los trastornos im-
previsibles producidos. Pero también lo es que se le prive de las
ganancias que legítima y razonablemente le habría reportado el con-
trato en condiciones normales" (3).

(3) De la Maza Rivadeneira: Ob. Cit., G. J., Tomo XLVII, N~ 1.944, pág. 596.
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No compartimos, en manera alguna, esta posición doctrinal, ~>x-
puesta y aceptada por el distinguido jurista chileno De la Maza Riva-
deneira. Presupuesto básico de la indemnización de perjuicios a cargo
~el deudor por inejecución de la obligación, es el de que. ésta le sea
imputable, es decir, que en el incumplimiento haya mediado dolo o
culpa. Y al analizar los elementos estructurales de la teoría de la im-
previsión, vimos que el acontecimiento que genera la excesiva onero-
sidad en el cumplimiento de la obligación -y que da lugar a una
verdadera imposibilidad relativa- debe ser totalmente ajeno en su
ocurrencia a la voluntad de las partes.

Además, quienes sostienen tal tesis proceden, auncuando no ha-
gan la afirmación explícita, como si el contrato oner~so sól,o rep~r-
tara beneficios económicos' al acreedor, y por tanto solo a el perju-
dicara su terminación, o su resolución, o la suspensión de la ejecu-
ción de sus obligaciones. Y desde luego, ello no es así. El deudor es
afectado por las nuevas circunstancias no solamente en cuanto que
la prestación a su cargo se vuelve excesivamente onerosa, sino tam-
bién en lo tocante a su expectativa de ganancia, que vé frustrada.
Por ejemplo, un contrato de ejecución de obra -construcción de una
carretera- en el que sucesos posteriores a su perfeccionamiento ha-
yan alterado fundamentalmente sus prestaciones, en términos de con-
vertir en ruinoso para el constructor su cumplimiento. Es innegable
que éste, con los efectos de la imprevisión, también puede sufrir per-
juicios, tanto en el aspecto del daño em,ergente (gastos correspondi~n-
tes a traslado de equipos y materiales, a enganche, traslado, aloja-
miento y alimentación de personal, etc.) , como en lo tocante al lu-
cro cesante, pues como es lógico, también aspiraba a derivar una
utilidad de la ejecución del convenio.

Messineo (4), al analizar, dentro de la legislación italiana, los
efectos de la resolución por excesiva onerosidad, dice: "Como en el
caso de resolución por imposibilidad sobreviniente de la prestación
y a diferencia de la resolución por incumplimiento, la resolución por
excesiva onerosidad no dá a la contraparte que sufre la resolución
el derecho a interponer demanda de resarcimiento del daño contra
quien ha obtenido la sentencia que pronuncie dicha resolución".

No consideramos, pues, que sea consecuencia obligada de la apli-
cación de los principios de la imprevisión la indemnización de per-
juicios, ya que ni se reúnen los elementos para que ésta sea proce-
dente, ni armoniza con las ideas de equidad, de solidaridad y de fun-
ción social de los derechos que aquella supone.

(4) Messineo: Ob. Cit., pág. 390.
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CAPITULO VI

FUNDAMENTO DOCTRINARIO DE LA IMPREVISION

Son numerosas las teorías que se han elaborado por los autores
para dar una base doctrinaria que justifique y explique la aplicación
de la imprevisión.

Analizando sus principios directrices, se observa que unas se
apoyan en un elemento puramente subjetivo (la manifestación de la
voluntad en el negocio jurídico); otras en un elemento objetivo (lo
atinente a la economía contractual, al equilibrio de las prestaciones);
y otras en principios generales de derecho (la buena fe, el abuso del
derecho, el enriquecimiento sin causa, etc.) , o en nociones extra-jurí-
dicas (la moral). Procuraremos dar una síntesis de las principales
de dichas teorías.

1. DOCTRINAS QUE TIENEN UN FUNDAMENTO SUBJETIVO

a) CLAUSULA REBUS SIC STANTIBUS. -Como lo anota-
mos en su oportunidad, los canonistas consideraban que en todo con-
trato se debía estimar subentendída la cláusula "rebus sic stantibus",
de acuerdo con la cual las partes entendían estar obligadas al cum-
plimiento de sus respectivas prestaciones en tanto subsistieran las
condiciones de hecho, y en general las circunstancias existentes al mo-
mento de la conclusión del contrato. La consecuencia de esta teoría,
en el caso de la alteración de las circunstancias, era la liberación del
deudor afectado por el cambio.

Como esta teoría dice relación a lo que se supone ser la volun-
tad de las partes, tiene por ello un carácter subjetivo. Ha sido tacha-
da por la crítica -y con razón, en nuestro concepto- como artificio-
sa. Parte de una presunción sin mucho asidero en la realidad, como
es la de que las partes han tenido siempre en cuenta la aludida cláu-
sula tácita.

Además (1), y a contrario sensu, quien al contratar ni siquie-
ra pensó en la posibilidad de una modificación de las circunstancias,
no tendría por qué sujetar el cumplimiento de sus obligaciones al
mantenimiento de aquellas, con base en la supuesta cláusula.

b) TEORIA DE LA PRESUPOSICION, de Windscheid. -La
presuposición es una limitación de la voluntad, verdadero término

(1) Krückmann: Citado por Badenes, Ob. Cit., pág. 89.
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medio, según su autor, entre el simple motivo y el motivo elevado
a condición. Es una creencia o motivo tan determinantes en la decla-
ración de voluntad, que sin ellos ésta no se hubiera emitido.

Tales motivos o creencias no son, sin embargo, elevados a con-
dición ni aparecen consignados en las estipulaciones del negocio ju-
rídico obligacional. Pero no obstante, "si falta o falla la circunstan-
cia que es materia u objeto de la presuposición, es decir, "presupues-
ta", o si la presuposición resulta errónea, la subsistencia del efecto
jurídico, aunque está formalmente justificada, no tiene sustancialmen-
te razón de ser; y si en tal situación aquel frente al cual se hizo la
declaración ha conocido o podido conocer la presuposición de su con-
traparte, el negocio debe quedar sin efecto" (2).

Aplicada a la imprevisión, la presuposición será la creencia de
quien emite la declaración de voluntad de que han de subsistir las
circunstancias económicas que existían a la época del perfecciona-
miento del negocio jurídico. Si tales circunstancias varían funda-
mentalmente, es decir, si la presuposición resulta falsa, los efectos
del negocio jurídico subsisten, pero carecen ya de fundamento. En
tal evento, quien ha formulado la declaración podría oponerse a la
acción que surge del contrato, y aún solicitar la restitución de lo en-
tregado en desarrollo' de aquel.

La doctrina ha rechazado vigorosamente esta teoría porque se
considera que la eficacia del negocio jurídico obligacional no se pue-
de' hacer depender de factores tan subjetivos como son los motivos
que inducen a la parte a celebrarlo, y porque equivaldría a asignarle
a tales motivos los efectos propios de una condición que no se ha
estipulado, y que, por ende' ,no ha sido aceptada por la otra parte.

e) T~ORIA DE LA BASE DEL NEGOCIO, de Oertmann. -De
acuerdo con esta teoría constituye base del negocio lo que una de las
partes piensa a acerca de la existencia, subsistencia o aparición de
ciertas circunstancias. Sobre esta base reposa el negocio jurídico.

Las partes deberán tener entonces, en el caso de la imprevisión,
la convicción absoluta de que han de subsistir las circunstancias que
rodearon el perfeccionamiento del negocio jurídico, de modo tal que
sin ella no se habría emitido la declaración de voluntad. Tal convic-
ción no puede considerarse como un motivo, ni tiene el carácter de
condición: es la base sobre la cual las partes quieren apoyar los efec-
tos del negocio. No es un motivo porque éste "sólo tiene valor para

(2) Rezz6nico: Ob. Cit., pág. 25.
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Una de las partes, mientras que la base 10 tiene para las dos ( .. ); no
es una condición, porque ésta supone una creencia que se duda coin-
cida con la realidad, mientras que la creencia base del negocio, res-
ponde a una convicción absoluta" (3). Pero para que tenga el ca-
rácter de tal, según Oertmann, la base debe aparecer en la estructura
externa del negocio jurídico.

En caso de no haber correspondencia entre 10 que para la parte
fue la base del negocio y la realidad, los efectos de aquel deben desa-
parecer, o al menos sufir modificación.

La teoría de Oertmann ha sido también duramente combatida
por la doctrina, pues se la considera atentatoria de la seguridad que
exige el comercio jurídico, ya que en el fondo -al igual que en la
presuposición- se le están asignando a' una creencia, o mejor, a una
ficción, los efectos propios de una condición, sin que ésta aparezca ex-
presada en el contrato. Uno ~-e sus más fuertes impugnadores ha sido
Lenel, quien objeta la oscuridad del concepto elaborado por Oertmann
de "estructura externa del negocio jurídico".

En los términos siguientes se resume la crítica de Lenel: "Sólo
caben dos posibilidades: o por tal se entiende el contenido del nego-
cio jurídico, o dicho en particular, las declaraciones de voluntad que
constituyen el contrato, y en este caso, la declaración que sea base
del negocio formaría parte necesariamente del contenido del nego-
cio mismo; o se alude a negociaciones y deliberaciones, antecedentes
o consiguientes a la conclusión del negocio o contrato, sin que su con-
tenido se incorpore al contenido del negocio. Y puesto que Oertmann
excluye expresamente la primera posibilidad al afirmar que no se
trata de una parte integrante. del negocio jurídico, sólo se puede ad-
mitir lo segundo. Una tercera posibilidad no cabe. Ahora bien, las
declaraciones de ese segundo género no tienen ni pueden tener el al-
cance que Oertmann les atribuye. Si al celebrar un contrato una parte
le advierte a la otra, o ambas se lo comunican recíprocamente, que
al resolverse a contratar proceden tomando por base un determinado
supuesto, pero sin elevarlo a la categoría de condición, no se dará
valor alguno a tal declaración en cuanto a la eficacia del negocio" (4).

Finalmente cabe anotar que la teoría en mención ha tenido gran
éxito en la doctrina y en la jurisprudencia alemanas.

d) TEORIA DEL CONSENTIMIENTO. -Según esta teoría "el
problema de la alteración de circunstancias lleva siempre a la deter-

(3) José Beltrán de Heredia y Castaño: Ob. Cit., pág. 313.
(4) Lenel: Citado por Badenes, Ob. Cit., pág. 78.
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minaclOn de la voluntad efectiva contenida en el acuerdo de las
partes y convertida en vínculo contractual. En los contratos de pres-
taciones continuadas la voluntad está determinada, en el momento de
la conclusión, por las condiciones de hecho entonces existentes, que
forman el "ambiente objetivo" en que aquella voluntad se desarrolla;
por ello, si en una época posterior este ambiente se transforma, por
un cambio no previsible, de tal modo que llegue a estar en contradic-
ción con la voluntad manifestada, entonces, al cesar esta voluntad
debe también cesar el vínculo contractual creado por ella" (5).

A esta doctrina, al igual que a todas las que tienen una funda-
mentación puramente subjetiva -la voluntad de las partes-, cabe
criticarle la inseguridad que traería al tráfico jurídico, pues conduce
al desconocimiento de la vida propia del negocio jurídico, ya que ha-
ce depender los efectos de éste del querer actualizado, permanente,
de la voluntad que le dió origen.

e) TEORIA DEL DEBER DE ESFUERZO, de Hartmann. -Es-
te autor concibe la relación obligacional como "un estado de tensión".
De acuerdo con su teoría, "el contenido del deber jurídico consiste
no en la prestación, sino en un deber de esfuerzo para la consecución
del objeto de la prestación, más o menos intenso según los casos".

"Cuando se ha producido un acontecimiento sobreviniente, la
obligación puede cumplirse "stricti juris" o de buena fe. En este úl-
timo caso, si el deudor ha realizado el deber de esfuerzo que se le
impuso (de buena fe), el incumplimiento no puede serle imputable a
pesar de que no alcance el objeto de la obligacion.

"El contenido intrínseco de la obligación se traduce en un sim-
ple deber de esfuerzo, y por tanto, es ilógico fijar la responsabilidad
del deudor más allá de Iá imposibilidad no culpable. El deudor ha
cumplido, y todavía el objeto de la obligación no se ha conseguido a
causa de un obstáculo que fTustó la actividad y el esfuerzo prestado.
El deudor cumplió con su deber y, por tanto, está exento de respon-
sabilidad" (6).

Pese a su presentación sugestiva, consideramos inadmisible es-
ta teoría como fundamento de la noción de imprevisión. No aparece
definido en ella el grado del llamado "deber de esfuerzo" para la con-
secución del objeto de la prestación. Y es preciso recordar que en la
imprevisión, el trastorno de la economía del negocio jurídico. vue~;e
demasiado onerosa, ciertamente, para la parte afectada, la eJecuclOn

(5) Dusi: Citado por Beltrán de Heredia, Ob. Cit., pág. 319.
(6) Giovene: Citado por Badenes, Ob. oít., págs. 84 y 85.
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d:' su obligación, pero no la hace materialmente imposible .H t
donde, entonces, deberá ir el deber de esfuerzo? . ¿ as a

Además, no aparece operante en frente de las obli dIt d l rgaciones e
resu a o, en as que el deber jurídico no se agotatami dili con un mero com-
por. ~mlento igente, SIno con la realización de la respectitación. rva pres-

~) TEORIA DE LA SITUACION EXTRACONTRACTUAL de
Bruein. -Se basa, también, en el análisis de la voluntad dI'
tes, y realza la influencia, el carácter determinante que 1 e d~s par-
bi t ti 1 e me 10 am-

ien e l;me en e acto de voluntad que dá origen al contrato
di Segun lesta teoría las partes, al representarse los efec~os jurí-
lCOSque e acuerdo de voluntades ha de producir, sólo pueden tener

en cue~ta aquello.s .q~e, dado el medio en que se emite el consentimien-
to, ~s~an en posibilidad de prever. En consecuencia, aquello que fue
prevlsl~le al momento del perfeccionamiento del negocio jurídico tie-
ne caracter contractual; a contrario sensu, aquello que era l' '. .
b
l t' , mprevisi-
e lene caracter extra contractual.

"Mientras nos encontremos en el dominio de lo . ibl 1. tancí , preVlSI e, as
circuns ancias tendran carácter contractual y sub' ti , 1 fbli . d SISIra a uerza
o 19a~~rla el contrato, puesto que no ha sobrepasado el límite de
extensión del acuerdo de voluntades que lo hizo . S . dac t . . t . nacer. urglen o

on ecirmen os Imprevisibles se excederán esos límit .t 1 1 ' imi es SI se pre-
enoe qu~ e contra~o sea íntegramente ejecutado; las circunstancias

presentar~ un. caracter extra contractual y el contrato no tendrá
fuerza obligatoria en todo lo que exceda a lo querido por el acuerdo
de voluntades que forman el consentimiento" (7).

Dentro de las teorías que tienen una fundamentación subjetiva
encontramos que la de Bruzin es una de las más lógicas Reí' ., dola
al orde . t . idi . lrlen o a

. n~mlen? ~UrI lCO.colombiano, nos parece que no pugna con
el crIterI~ subjetivo de Interpretación de los contratos consagrado
por el arbiculo 1618 del Código Civil que dice' "Co id ll . t ., dI' . noci a e aramente
~ In encion e os contratantes, debe estarse más a ella que a lo

lIt~ral de las palabras". El fallador, al tratar de desentrañar la volun-!~.real de las. partes, deberá tener en cuenta las circunstancias, con-
iciones y medio ambiente que rodearon su emisión

Contra la teoría de Bruzin se esboza la objeción --enunciada
en general para las de fundamentación sub] etiva del Iít - 1 . - pe rgro que
~,n~ana p~ra a seguridad del comercio jurídico el señalamiento de
imites mas o menos arbitrarios a la extensión del consentim t___ en o.

(7) De la Maza Rivadeneira: Ob. Cit., G. J., Tomo XLVII, N~ 1.941,pág. 199.
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2. DOCTRINAS QUE TIENEN UN FUNDAMENTO OBJETIVO.
_Sintetizando su contenido, se puede afirmar que todas estas cons-
trucciones doctrinarias tienen un fundamento común, cual es el de la
equivalencia de las prestaciones. Se considera que esta equivalencia
es un elemento necesario de los contratos conmutativos. Las partes,
al perfeccionar el contrato, quieren que entre las respectivas presta-
ciones haya un cierto equilibrio, aspiración que no se limita al mo-
mento de la conclusión del contrato, sino que se extiende a todo el
período de ejecución de sus obligaciones.

De acuerdo con la concepción de Krückmann (8), "todo con-
trato conmutativo supone una ecuación entre prestación y contra-
prestación (sinalagma), es decir, un equilibrio o equivalencia de in-
tereses, de tal modo que la norma jurídica se dirige a que prevalez-
can equitativamente, según las circunstancias, los intereses de ambas
partes. Este equilibrio puede romperse a consecuencia de un triple
orden de factores: grave incertidumbre en cuanto a la prestación,
imposibilidad en cuanto al ejercicio del derecho y dificultad por exce-
siva onerosidad. Este último supuesto comprende el caso de las pres-
taciones que, aunque son posibles todavía, suponen una ejecución cu-
ya existencia sería contraria a la bona fides al tratar de imponerse
al deudor un sacrificio exorbitante".

Lenel (9) adhiere también a la teoría del equilibrio de intereses,
porque es la que, en su opinión, "puede ofrecer la clave para la so-
lución del problema de la alteración de circunstancias en los contra-
tos conmutativos de ejecución duradera o continuada. Si bien el ad-
mitir la posibilidad de una rescisión de los contratos quebranta ine-
vitablemente la confianza, sin la que no puede existir el comercio
jurídico, estas fatales consecuencias se pueden atenuar permitiendo
a la parte a quien se impone la restricción, la seguridad de que su
confianza no ha de acarrearle ninguna pérdida positiva".

Maury (10) sostiene que la equivalencia económica de las pres-
taciones es la base del consentimiento.

A las teorías basadas en la equivalencia de las prestaciones se
les puede objetar, en nuestro concepto, el que circunscriben a un cam-
po muy reducido los principios de la imprevisión, prácticamente a
los contratos conmutativos. Sólo en éstos, dada la certeza de sus pres-
taciones desde el momento de su perfeccionamiento, pueden apreciar
bien las partes, de antemano, el beneficio o la pérdida que pueden de-

(8) Krückmann: Citado por Beltrán de Heredia, Ob. Cit., págs. 326Y 327.
(9) Lenel: Citado por Beltrán de Heredia, Ob. Cit., pág. 327.
(lO) Maury: Citado por Rezz6nico, Ob. Cit., pág. 26.
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rivar, y de ahí que consideren elemento básico para su celebración el
equilibrio de intereses, y tengan, por tanto, una noción tan clara de
la economía contractual. Pero, como hemos sostenido, la imprevisión
no se limita a este tipo de contratos, sino que tiene cabida también en
los aleatorios y en los de especulación, y su operancia va hasta las
obligaciones emanadas de negocios jurídicos de formación unilateral ,que llenen los requisitos antes anotados.

3. LA MORAL COMO FUNDAMENTO DE LA IMPREVISION.
-Ripert funda la revisión del contrato en caso de presentarse gra-
ves desequilibrios de las prestaciones, en la moral. Al indagar por
una regla jurídica que dé base a tal revisión, expresa: "Si se quie-
re formular e imponer tal regla, hay que empezar por devolverle su
verdadero carácter. Esa regla no emana del contrato, sino que se eri-
ge contra el contrato. No se refiere a la técnica jurídica del derecho
de las obligaciones, sino que contraría la lógica de esa técnica. Se ba-
sa, en efecto, en la idea moral de que el acreedor comete una suprema
injusticia al ejercer su derecho con extremado rigor. Establece en con-
tra de las pretensiones del acreedor la regla protectora del deudor
injustamente lesionado por la suerte. No niega que la lesión haya •
sido voluntaria, pero rehusa aceptar esa voluntad inmoral".

"De la misma manera que la nulidad por lesión resulta inexpli-
cable si no se ve en la lesión la explotación injusta del deudor por el
acreedor, también la nulidad, la prórroga o la revisión de los contra-
tos por imprevisión resultan inadmisibles si no se las justifica con la
idea de que un contratante no puede valerse hasta la injusticia del
derecho que, jurídicamente, le confiere el contrato" (11).

Voirin también basa en la moral la teoría de la imprevisión:
"La cuestión de la imprevisión evoca el conflicto ineluctable entre
dos nociones que representan los intereses rivales brotados de las
realidades psicológicas y que aparecen "a priori" como excluyentes
uno del otro: por una parte, la noción de moralidad superior que
requiere la equivalencia de las prestaciones (justicia conmuta ti va) ,
y, por otra parte, una noción económica de seguridad cuya satisfac-
ción absoluta exigiría el respeto de las convenciones en las condicio-
nes que han sido fijadas una vez por todas. No es paradojal hablar
de moralidad a propósito de las cuestiones jurídicas; aunque las dos
disciplinas tengan un dominio de aplicación diferente, la conciencia
común moderna afirma que no hay entre ellas antagonismo y tiende

(1) Georges Ripert: "La regla moral en las obligaciones civiles", Ed. La Gran Co-
lombia, Bogotá, 1946,pág. 128.
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d ' en más, la moral en el derecho, de tal modoa hacer penetrar e mas
que la antigua y rígida oposición se atenúa" (12) .

4. TEORIAS BASADAS EN PRINCIPIOS DE CARACTER GE-
NERAL.

a) La buena fe. -Es éste otro de los principios aducidos para
fundamentar la teoría de la imprevisión. Wendt (13) expresa que
"El legislador no puede prever todos los casos, y es la buena fe un
nrincipio de seguridad para la aplicación del d~recho a cada caso
< t ( ) el medio de la buena fe es el mas adecuado para laconcre o ... .
gradual transformación y progreso del derecho, para cambiar lo an-
. 1 "tIgUO por o nuevo .

En nuestro Código Civil son numerosos los textos que aluden al
;Jrincipio general de derecho de la buena fe, tomado en unos casos
como "creencia errónea e inculpable de estar obrando co~forme a d:-

ho" y otras en el sentido de la "lealtad, honradez, rectitud del mo-
rec , (14) E' t 'lt' tidvil en la ejecución de los actos jurídicos' . s es e u imo sen 1 o
el que consagra el artículo 1603 del Código Civ.il, ~ue dice: "Los coz:-
tratos deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obhgan no so-
lo a lo que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanen pre-
cisamente de la naturaleza de la obligación, o que por la ley perte-
necen a ella".

De acuerdo con esta fundamentación de la imprevisión, ~er~ c,?~-
trario a la buena fe que debe presidir la ejecución del nego~IO [uridí-
co el que una parte quiera enriquecerse a costa de la excesI~a o~ero-
sidad que para la otra representa el cumplimiento de. las obhg~cIOn,::!s
en la forma inicialmente estipulada, a causa de las circunstancias so-
brevinientes.

b) Otros han querido explicar la teoría de la impre:isión por
una extensión de la noción de fuerza mayor o caso fortuito, o con
base en el enriquecimiento sin causa, o en la teoría del error, o ~n la
lesión enorme, o en el principio del abuso del derecho. En el c~pItulo
siguiente estableceremos las diferencias que existen entre la Impre-
sión y las aludidas figuras jurídicas.

5. CONCLUSION. -Sin restarle mérito al contenido cie~tífic6
de las construcciones doctrinales vistas en forma sucinta, considera-

('12)Voirin: Citado por Rezzónico, Ob. C~t., pág. 28.
(3) Wendt: Citado por Badenes, Ob. CIt., pág. 100.
(4) Tafur Morales: Ob. Cit., pág. 5.
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mas que la imprevisión se justifica, desde el punto de vista doctri-
nal, por la concepción moderna y relativista de los derechos subjeti-
vos, a los que, al lado de su función individual, se les asigna hoy
una función social.

Como anotamos en el Capítulo I de este trabajo, la tenden~ia
contemporánea es la de una creciente intervención del Estado en
todos los órdenes de la vida social, a fin de lagar una adecuada re-
gulación de su organización y una más justa distribuición de la ri-
queza.

Las ideas de solidaridad y de cooperación sociales que informan
esa tendencia intervencionista, pugnan abiertamente con la concep-
cion individualista que de los derechos subjetivos se tenía, y de acuer-
do con la cual éstos eran poderes absolutos que miraban al exclusivo
beneficio de su titular, de los cuales podía usar a su arbitrio y deri-
var todo el provecho posible.

Superada esa etapa individualista, hoy el ejercicio de esos dere-
chos se debe armonizar con las necesidades y conveniencias de la
comunidad. Así el contrato -y en general el negocio jurídico obli-
gacional-, antes que figura jurídica destinada a la exclusiva búsque-
da de lucro personal, es un instrumento legal cuyas finalidades bási-
cas son el intercambio de bienes y servicios para la satisfacción de las
necesidades sociales, la circulación de la riqueza y, en una palabra,
el progreso económico y el mejoramiento general de la colectividad.

Demoge (15), al encontrar el fundamento de la teoría en el rol
económico y social del contrato, expresa: "el respeto absoluto al con-
trato es contrario a su rol económico: hacer circular y proveer al
reparto de las riquezas. La imprevisión dará lugar a una repartición
de las pérdidas entre los contratantes, y el contrato satisfará así su
papel en la vida económica. Especialmente los contratos a largo pla-
zo son, menos un medio de satisfacer un querer de las partes, que
un medio de satisfacer una idea, de llenar una necesidad. El contrato
tiende aquí a convertirse en institución económica y social".

Cuando a causa de circunstancias sobrevinientes, no previstas e
imprevisibles, ajenas a la voluntad de las partes intervinientes, sur-
ge para la parte afectada una excesiva onerosidad en el cumplimiento
de su prestación, en términos de hacerla ruinosa, puede afirmarse en-
tonces que el negocio jurídico que le ha dado origen no corresponde
ya, frente él la función social de los derechos y a la noción de solida-
ridad mencionada,a su finalidad primordial, cual es el servicio a la

(5) Demogue: Citado por De la Maza Rivadeneira: Ob. Cit., G. J., Tomo XLVII, N?
1.941, pág. 203.
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comunidad. A la adecuada organización y a la marcha normal de
ésta no interesa, en efecto, el enriquecimiento inesperado, ilegítimo,
de unos, a costa de la ruina de otros, sino la satisfacción de las nece-
sidades de sus integrantes, lo que tampoco excluye, desde luego, el
que éstos traten de obtener una utilidad racional en el tráfico ju-
rídico.

Por todo lo anterior, y en especial por la concepcion funcional
de los derechos subjetivos, y desde luego del negocio jurídico obliga-
cional, concluimos con Badenes Gasset (16) que la teoría de la im-
previsión encuentra "una amplia, sólida fundamentación en la rela-
tividad de los derechos y en la solidaridad social". Lo cual, a nuestro
juicio, representa, en el fondo, una expresión más técnica desde el
punto de vista jurídico de las nociones de moral, de equidad, de bue-
na fe, de equilibrio contractual, de interpretación de la voluntad de
partes, que inspiran algunas de las contrucciones doctrinales atrás
analizadas.

CAPITULO VII

AUTONOMIA DE LA TEORIA DE LA IMPREVISION

Según puede inferir se de los principios expuestos a lo largo de
este trabajo, y en especial de los elementos estructurales analizados
en el Capítulo HI, la imprevisión constituye un instituto jurídico de
características propias que le confieren clara autonomía. Por tanto,
no son admisibles, dentro de una rigurosa técnica jurídica, los inten-
tos de fundamentarla en las figuras a que aludimos en el capítulo an-
terior. Procuraremos, entonces, establecer sus notas distintivas bá-
sicas, con la advertencia, sí, de que nos limitaremos a resaltar tales
diferencias, sin adentrarnos en el análisis de dichas figuras, pues no
interesa al objeto particular de este trabajo.

1. LA IMPREVISION y LA FUERZA MAYOR. -De conformi-
dad con la expresado por el artículo 19 de la Ley 95 de 1.890, "se lla-
ma fuerza mayor o caso fortuito, el imprevisto a que no es posible
resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de ene-
migos, los autos de autoridad ejercidos por un funcionario público,
etc." .

(16) Badenes Gasset: Ob. Cit., pág. 120.
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Si bien en la doctrina se ha tratado de establecer distinción
entre el concepto de caso fortuito y el de fuerza mayor, entendiendo
por el primero la imposibilidad que proviene de causas naturales, y
por el segundo la que surge de la voluntad de un tercero, es lo cierto
que en nuestro sistema legal, de acuerdo con los términos de la de"
finición transcrita, tales vocablos resultan sinónimos.

La diferencia fundamental entre los dos institutos radica en que
la fuerza mayor o caso fortuito dá lugar a una imposibilidad absolu-
ta para la ejecución de la prestación, en tanto que la imprevisión ge-
nera solamente una imposibilidad relativa, pues la parte afectada
con los sucesos sobrevinientes, si ejecutara su prestación en los tér-
minos inicialmente pactados, lo haría con grave quebranto de su pa-
trimonio, con excesiva onerosidad.

En lo tocante a su ámbito de aplicación, vimos que la imprevi-
sión sólo tiene cabida en las obligaciones de ejecución sucesiva, perió-
dica o diferida, surgidas de negocios jurídicos bilaterales o unilate-
rales, pero no en las legales ni en las originadas en la comisión de ac-
tos ilícitos. La fuerza mayor o caso fortuito tiene vigencia, como cau-
sal de exoneración de responsabilidad, en toda clase de obligaciones.

En cuanto a sus efectos, la fuerza mayor o caso fortuito, por la
imposibilidad absoluta que genera para el cumplimiento de la obli-
gación, conduce a la extinción de ésta, y por tanto, a la exoneración
de responsabilidad para el deudor. La aplicación de lbs principios de
la imprevisión, en cambio, puede dar por resultado: o la extinción de
la obligación (por la resolución o la terminación del negocio jurídi-
co), o la suspensión de su exigibilidad, o su revisión.

Además, y según lo anotan Alessandri y Somarriva (1), "El ca-
so fortuito o fuerza mayor deben tener como consecuencia una im-
posibilidad permanente de ejecutar la obligación. Si el acontecimien-
to produce una imposibilidad temporal, no exime al deudor". En los
sucesos constitutivos de imprevisión, en cambio, cuando ellos tienen
el carácter de transitorios, la imposibilidad relativa a que dan lugar
puede ser temporal, y en tal evento, como se expresó en el Capítulo V,
el efecto más técnico y aconsejable será la suspensión de la ejecución
de la obligación por el tiempo necesario para que cesen los aconte-
cimientos, disminuya el impacto sobre la cuantía de las prestaciones
y se restablezca la economía del negocio jurídico.

No hay, pues, por lo visto, identidad entre los dos institutos ju-
rídicos, y no resultan .lógicos, por tanto, los intentos de explicar la

U) Alessandri y Somarriva: "Curso de Derecho Civil", Tomo III, Ed. Nascimento,
Santiago de Chile, 1941,pág. 185.
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imprevisión mediante la sustitución de la imposibilidad absoluta por
la ampliación de la noción de fuerza mayor o caso f?rtuito.

2. LA IMPREVISION Y. LA LESION ENORME. -La diferen-
cia básica entre estos dos institutos jurídicos estriba en que en la
lesión enorme el desequilibrio de las prestaciones existe ya al momen-
to de perfeccionar el negocio jurídico, surge precisamente de sus es-
tipulaciones, y en su origen puede haber mediado, en consecuencia,
como lo dice el artículo 138 del Código Alemán, la explotación de
"la necesidad, la inexperiencia o la ligereza" de la parte afectada.

En la imprevisión, en cambio, el trastorno de la economía del ne-
gocio jurídico tiene que ser posterior a su celebración y ajeno en un
todo a la voluntad de las partes, para quienes además tiene el carác-
ter de imprevisto e imprevisible, pues obedece a fenómenos extraor-
dinarios. De ahí que a la imprevisión se la haya denominado por al-
gunos "lesión sobreviniente".

Con respecto a los efectos, la lesión enorme dá lugar a la acción
de rescisión y conduce a la extinción del negocio jurídico. Por el con-
trario, el efecto de la imprevisión, como se ha dicho tantas veces, no
es siempre y forzosamente el aniquilamiento del negocio jurídico, sino
que también puede consistir en la revisión de las prestaciones, o en la
suspensión de la ejecución de las mismas.

3. LA IMPREVISION y EL ERROR. -El error, como VICIO del
consentimiento, supone una discordancia entre el pensamiento o el
conocimiento que se tiene sobre algo, y la realidad, refiérase ésta a
cuestiones de derecho o de hecho. Y esa discrepancia existe ya al mo-
mento de perfeccionar el negocio jurídico.

En la imprevisión no se trata de vicios del consentimiento. El
negocio jurídico obligatorio es perfecto: reúne, desde la época de su
perfeccionamiento, todos los requisitos necesarios para su validez.
La operancia de sus principios viene a hacerse necesaria a raíz de
acontecimientos posteriores a la celebración del negocio jurídico, que
por su carácter de imprevisibles no pudieron ser tenidos en cuenta
por las partes, ni ser objeto de sus declaraciones de voluntad, y que
trastornan fundamentalmente la economía de aquel. Y si no fueron
materia de sus declaraciones de voluntad, y además escapaban a la
capacidad normal de previsión, lógicamente no puede predicarse error
con respecto a ellos.

El error dice, pues, relación a la validez del negocio jurídico,
ya que falta uno de los requisitos legales para la eficacia de la decla-
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ración de voluntad, cual es el de que ha a . .
cios. La teoría de la imprevisión hace Yf un :onsenbmlento sin vi-" re erenCIa por el contr .
: econo~llal del negocio jurídico, cuya grave alte;ación en detr~~:~t:
.e una e as partes es preciso corregir con base en la f . ,

cial de los derechos subjetivos y en principios de solidarid:;clOn so-

Además, el error dá acción de rescisión (al
legislación y 1 menos en nuestra
y 1512 dei Có~~ra ;.S .~asdosconte~plados e.n los artículos 1510, 1511

go IVI , e error In negocio", de error "in co "
de .error sobre la sustancia o calidad esencial del bi t d rpore ,
acc~de~tal y de error en la persona) y puede conducir o je o, e error
axtmción del negocio jurídico Y l' . ., , por tanto, a la

1
. . . a ImpreVISlOn, como se anotó con

respecto a os institutos anteriores no conllev .'1 . t . ,a necesariamente su ani
qUl.armen o, SInO que puede dar por resultado la revisión d -
taciones, o la suspensión de su ejecución. e sus pres-

. La. ::oría del error tiene un campo de aCCIOnmás am lio u
imprevrsion, pues se refiere a la validez de los ne . .p,.q e la
se aplica, por tanto, a la totalidad de ellos L . goclO~.J,urIdlCos, y
dicho ya- sólo tien " . a ImpreVISlOn -se ha
de ejecución no' ed.vtIgencIa en aquellos que generan obligaciones

mme aa a.

E
4. ~~ IMPREVISION y EL ENRIQUECIMIENTO SIN CAUS!\

- ste último se presenta d ti 1 •.valores de .. cuan o lene ugar un desplazamiento de
.. d un patrimonio a otro, o cuando alguien se beneficia de los

servicios e un tercero' 1 1fici 1 ' SIn que e ucro que representan para el bene-
ICIarlO ta es valores o servicios esté justificado en derecho.

DI"e a nOCIOnexpuesta se deduce con claridad la dife . .
~~:te entre los dos institutos: en los casos de imprevisió:ee:c~::exI=~
la o~~e h~~ una cau~a, y. ;lla es el negocio jurídico que dió orige! a
1 igacion c~ya eJeCUCIOnha devenído excesivamente onerosa S'-
o que, en razon del cambi d" . oa 1 f . ,. o e circunstancias, y porque es contrario

mi:a ~~clOn sO~lal.d: ~os derechos subjetivos y a la finalidad econó-
negocio [urídico el enriquecimiento de una d 1 t

costa de 1 . d 1 e as par es a
mí a :uIn.a, e a otra, se impone la restauración de su econo-

a y la a~hcaclOn, en consecuencia, de los efectos de la teorí t .t
veces mencionados. Como dice Wahl (2) .... a an as:íeqsuecolnaseaCU~~ci~,.dela ejecución de ur: c::t:::~~::CI:::t:~s~~;~

ccion In rem verso" d . iblen relación c bli no sea a mISI e entre contratantes
____ on o igaciones emanadas del contrato.

(2) Wahl: Citado por Rezz6nico, Ob C·t. it., pág. 43.
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La aCClOn"in rem verso" tiene carácter subsidiario: se exige que
el empobrecido no disponga para recuperar sus bienes de una acción
derivada de alguna de las fuentes de las obligaciones; en cambio, la
acción a que dá lugar la imprevisión. es de carácter principal.

Otra diferencia que, en nuestra opinión, puede aducirse, es la si-
guiente: en' el enriquecimiento sin causa, para que sea procedente la
acción "in rem v.erso", se requiere que ya se haya operado el desplaza-
miento patrimonial o la prestación del servicio. En los casos consti-
tutivos de imprevisión no ocurre lo mismo, a~ menos cuando la parte
afectada con los sucesos sobrevinientes es la deudora, ya que, dado
que la prestación a su cargo ha llegado a ser excesivamente onerosa,
antes que proceder a su cumplimiento, busca que se le exonere de
ella, o que al menos se le revise o se le suspenda su ejecución por

un tiempo prudencial.

5. LA IMPREVISION y EL ABUSO DEL DERECHO~ -Es in-
negable que existe cierta afinidad entre estos dos institutos jurídi-
cos, la que a nuestro juicio se concreta, dada la fundamentación doc-
trinaria que hemos aceptado para la imprevisión en el Capítulo VI,
en el hecho de que en ambos se tiende a evitar que se eorrtrarie la
función social y económica del negocio jurídico obligacional, y en ge-
neral de los derechos subjetivos, pues implicaría una clara violación
de ella el ejercicio anormal del derecho, en un caso, o el exigir en
forma rigurosa el cumplimiento de las obligaciones cuya onerosidad
se ha agravado, aún a costa de la ruina de la parte afectada, en el

otro.
Pese a ello encontramos claras diferencias entre los dos institu-

tos. En el abuso del derecho las condiciones gravosas para la parte
afectada dependen especialmente de la voluntad, de la intención del
titular del derecho, de la forma como lo ejerce. Hay un ejercicio del
derecho sin un motivo legítimo. Esta es la concepción que de la teoría
consagra el artículo 226 del Código Alemán: "el ejercicio de un dere-
cho es inadmisible, cuando no tiene otro fin que causar daños a otro".

En la imprevisión, por el contrario, no hay la intención positiva
de inferir daño a la parte afectada con los hechos sobrevinientes. El
acaecimiento de los sucesos imprevisibles es -como se vió al anali-
zar los elementos estructurales de la teoría- ajeno a la voluntad de
las partes. El titular del derecho favorecido con las nuevas circuns-
tancias, ve acrecentada la utilidad que esperaba derivar del negocio
jurídico en forma inesperada, Y en un todo ajena a su acción. Sólo
que si pretendiera exigir el cumplimiento de la prestación en los
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términos inicialmente pactados, estaría ejerciendo su derecho en for-
ma contraria a su función social, y de ahí el correctivo que para tal
evento representa la aplicación de los principios de la imprevisión.

Si en el abuso del derecho se presenta un ejercicio de la facultad
jurídica desprovisto de interés legítimo, no puede afirmarse lo mismo
en la imprevisión. Es innegable, por ejemplo, que a la administración
concedente, en casó"de alteración de la economía del contrato en con-
tra del concesionario, a causa de sucesos constitutivos de imprevisión,
la asiste un interés legítimo al exigir que el servicio público se conti-
núe prestando y que el deudor cumpla, por tanto, sus obligaciones;
y en el mismo sentido podrían multiplicarse los ejemplos. Pero es cla-
ro que ese interés legítimo no es suficiente para evitar, por las ra-
zones de equidad, 'de solidaridad y función social de los derechos tan-
tas veces mencionadas, la revisión de la eco~omía del negocio jurí-
dico como consecuencia de la aplicación de los principios de la im-
previsión.

Lo anterior realza, precisamente, la necesidad y la eficacia de
la imprevisión si se la concibe como figura autónoma. En efecto: si,
como pretenden algunos, bastara con la simple aplicación de la teoría
del abuso del derecho para la tutela jurídica de la parte cuyas obli-
gaciones han devenido excesivamente onerosas a causa de aconteci-
mientos imprevisibles, ella quedaría indefensa y a merced de la par-
te favorecida con las nuevas circunstancias cuando ésta última, al
ejercer la acción de cumplimiento, obrara sin la intención positiva de
causar perjuicio y asistida de un interés legítimo (caso en el cual no
se configuraría el abuso del derecho), lo que es perfectamente posi-
ble, como se dejó visto. Y no sobra destacar aquí, ad-emás, que la si-
tuación para la parte afectada es, por el aspecto probatorio, más fa-
vorable en la imprevisión, pues en ésta, por su carácter objetivo, se
debe acreditar básicamente la grave alteración de la economía del ne-
gocio jurídico obligatorio; en tanto que en el abuso del derecho, RI
menos en su concepción subjetiva, se debe demostrar el móvil dañino
del titular del derecho que se ejerce anormalmente, lo cual es mucho
más difícil.

Las diferencias anotadas se patentizan en los efectos que se le
atribuyen a las dos instituciones: mientras en el abuso del derecho
se obliga al titular de éste a indemnizar el daño causado con el ejer-
cicio indebido, o se le impide el ejercicio del derecho, en la imprevi-
sión se revisan las prestaciones que han devenido excesivamente one-
rosas, o se suspende su exigibilidad, o en casos más agudos se lle-
ga a la extinción del negocio juríidco, pero todo ello nó propiamente

como sanción para ia parte' favorecida con las nuevas circunstancias
(que mal podría haberla si ellas son ajenas a su voluntad), sino con
la finalidad de evitar la ruina o un grave quebranto patrimonial para
la parte afectada.

CAPITULO VIII

LA IMPREVISION EN LA LEGISLACION y EN LA JURISPRUDEN-
CIA COLOMBIANAS

A) EN EL DERECHO CIVIL

1. REGLAS GENERALES DEL DERECHO. -No aparece con-
sagrada la teoría de la imprevisión, de manera expresa, en nuestro de-
recho civil, al igual que no lo están otras de grande importancia en el
derecho moderno, como el enriquecimiento sin causa o el abuso del
derecho. Importa precisar, entonces, si pese a la ausencia de una
norma de carácter general, pueden los juzgadores proceder a dar apli-
cación a sus principios cuando en el caso subjudice se reúnan sus ele-
mentos estructurales.

La ley 153 de 1.887 introdujo en nuestro sistema jurídico un
importante elemento para la investigación científica del derecho, cua-
les son los llamados principios o "reglas generales del derecho". Dice,
en efecto, su artículo 89: "Cuando no haya ley exactamente aplica-
ble al caso controvertida, se aplicarán las leyes que regulen casos o
materias semejantes, y en su defecto la doctrina constitucional y las
reglas generales de derecho" (Subrayas nuestras).

¿Qué se debe entender por principios o reglas generales del dere-
cho? Según Spota (1), "son los que emanan de la ciencia del dere-
cho. En otros términos, principios que reciben una aplicación general
en la jurisprudencia, en la doctrina, en las legislaciones universales;
principios que forman parte del fondo común legislativo suprana-
cional" .

Ahora bien: si las reglas generales son aquellas que emanan del
derecho como ciencia, cuando se trate de su aplicación en el campo
civil no se debe limitar el rallador a tomar las que se desprendan
exclusivamente del derecho civil, sino que bien puede dar cabida a
las que surjan d-e otras ramas del derecho; y por la misma razón no

(1) Spota: Citado por Arturo Valencia Zea: "Derecho Civil", Ed. Temis, Bogotá,
1966,Tomo 1, Parte General y Personas, IV edición, pág. 197.
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3. APLICACIONES PARTICULARES DE LA IMPREVISION EN
LA LEGISLACION CML COLOMBIANA. -Si bien nuestra legisla-
ción civil, según se dijo, no contiene una norma de carácter general
sobre la imprevisión, sí se encuentran en ella algunas aplicaciones
concretas de esta regla general del derecho. Pasamos a enumerarlas.

El artículo 2060 del Código Civil, relativo a los contratos para
construcción de edificios por un precio alzado, expresa en su ordinal
29: "Si circunstancias desconocidas, como un vicio oculto del suelo,

(2) Valencia Zea: "Derecho Civil", Ob. Cit., págs. 196y 197.

ocasionaren costos que no pudieron preverse, deberá el empresario ha-
cerse autorizar para ellos por el dueño; y si éste rehusa, podrá ocu-
rrir al juez o prefecto para que decida si ha debido o nó preverse el
recargo de obra, y fije el aumento de precio que por esta razón corres-
ponda". (Subrayas nuestras).

Es de anotar, como lo expresamos en el Capítulo 1, que un pre-
cepto parecido -el artículo 383, inciso 29, del Código Federal de las
Obligaciones- le ha permitido a los jueces suizos dar cabida en sus
pronunciamientos a la teoría de la imprevisión. Dice la norma e~
mención: " ... si la ejecución de la obra es impedida o hecha excesr-
vamente difícil por circunstancias extraordinarias, imposibles de pre-
ver, o excIuídas por las previsiones que admitieron las partes, el juez
puede, en virtud de su poder de apreciación, acordar sea un aum,ento
del precio estipulado, sea la resolución del contrato". y el articulo
490 del Código Polaco se pronuncia en términos prácticamente simi-
lares a los de la norma transcrita del Código Suizo.

El artículo 1882 del Código Civil, ubicado en el título de la com-
praventa, trae, en su inciso 49, un caso de excesiva onerosidad so-
breviniente que implica, en el fondo, una aplicación de la teoría:
" ... si después del contrato hubiere menguado considerablemente la
'fortuna del comprador, de modo que el vendedor se halle en peligro
inminente de perder el precio, no se podrá exigir la entrega aunque
se haya estipulado plazo para el pago del precio, sino pagando o ase-
gurando el pago".

Otro caso de aplicación particular de la imprevisión se en-
cuentra en el artículo 39, literal e}, de la Ley 100 de 1.944, sobre ré-
gimen de tierras: "Art. 39 -Se entenderán incorporadas en todo con-
trato de la especie indicada en los artículos que anteceden, las si-
guientes previsiones, que son de orden público económico y no po-
drán ser renunciadas por el respectivo arrendatario, aparcero ,agre-
gado, porambero, cosechero, viviente, mediasquero, etc. .., e) Fa-
cultad a las partes contratantes para dar por terminado el contrato'
antes de la expiración del plazo, no sólo por fuerza mayor o caso for-
tuito, sino cuando quiera que sobrevengan circunstancias imprevisi-
bles en el momento de contratar, que impliquen graves alteraciones
de la normalidad económica".

Como lo expresamos en el Capítulo TI de este estudio, la ley 37
de 1.932 (ley de moratoria), dictada para aminorar el impacto de la
crisis económica de 1.930, y que contempla la rebaja de los intere-
ses pendientes no pagados y futuros para las obligaciones contraidas
desde 1.925, y la suspensión por un período de tres años de los rema-

Se debe circunscribir exclusivamente a las propias del respectivo sis-
tema nacional.

En este sentido consideramos muy acertados los planteamientos
del Profesor Valencia Zea, quien afirma: "En Colombia carece de
validez la tesis de algunos expositores italianos y españoles, que al
interpretar la correspondiente expresión advierten que el legislador
se refirió a los principios del derecho nacional. Así, los expositores
italianos Fadda y Bensa dicen que se trata de los "principios del de-
recho italiano", opinión que critica certeramente Giorgio del Vecchio
al sostener que "tal limitación étnica está enteramente borrada del
espíritu como de la misma letra de la ley. Afirmar que los principios
generales del derecho no son válidos sino para cada pueblo indivi-
dualmente considerado, o en otras palabras, que existen tantas series
de principios generales como sistemas nacionales haya, es una afirma-
ción grotesca". Y agrega Valencia Zea: "Tampoco cabe restringir la
expresión reglas generales que emplea el artículo 89 de la ley 153,
a las del derecho civil, ya que ella se refiere a las reglas o principios
del derecho como ciencia, es decir, del derecho considerado como sis-
tema. En consecuencia, otras ramas del derecho -como el constitu-
cional, el administrativo, el internacional .privado y público, etc.-
podrán suministrarnos algunas reglas" (2) .

2. LA IMPREVISION COMO REGLA GENERAL DEL DERE·
CHO. -Para nosotros no hay duda alguna, y así se infiere de lo ex-
puesto a lo largo de este trabajo, que la noción de imprevisión cons-
tituye una "regla general del derecho", la cual enunciaríamos así:
"Se debe revisar la economía del negocio jurídico creador de obliga-
ciones cuando, siendo éstas de ejecución sucesiva, periódica o diferi-
da, su cumplimiento se haga excesivamente oneroso a causa de acon-
tecimientos sobrevinientes y extraordinarios, imprevistos e impre-
visibles y ajenos a la voluntad de las partes".
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tes en los JUICIOS ejecutivos, es una disposición de emergencia que re-
presenta la admisión por el legislador, aunque de manera circunstan-
cial, de la teoría de la imprevisión.

Deliberadamente nos hemos abstenido de citar la disposición re-
lativa a la buena fe que debe presidir la ejecución del contrato (Art.
1.603 del Código Civil), o las normas del Código Civil que rigen la

'interpretación de los contratos, preceptos éstós en los que algunos han
creído encontrar base de apoyo para la aplicación de la teoría en nues-
tro sistema jurídico, en guarda precisamente' de la autonomía de 'la
imprevisión, y porque consideramos que las razones 'anteriormente ex-
puestas contituyen sólido fundamento jurídico, a la luz de nuestro
derecho positivo, para dar cabida a sus principios, sin necesidad de
apelar a otras construcciones doctrinales.

De lo expuesto se desprende que la imprevisión, además de cons-
tituir una regla general de derecho, armoniza con el sistema de nues-
tra legislación civil, la cual hace -s--como se deja visto- algunas apli-
caciones particulares de ella, y con nuestro sistema jurídico, pues, co-
mo lo veremos posteriormente, otra rama de la legislación nacional
-la laboral- admite expresamente la teoría mediante normas de
carácter general,

Por ello puede concluírse que los jueces no solamente están fa-
.cultados para dar aplicación a sus principios, sino que deben hacer-
lo cuando el caso sub-judice reúna los requisitos exigidos por la doc-
trina, ya analizados.

4. CONVENIENCIA DE UNA NORMA DE CARACTER GENE-
RAL. -Es innegable que, pese a la anotada facultad legal para dar
aplicación a los principios de la imprevisión, sería muy conveniente
su consagración en nuestro derecho privado mediante una norma de
carácter general, pues así su operancia no quedaría sometida al ar-
bitrio judicial, al buen criterio o a la mentalidad tradicionalista o
progresista del fallador, ni a la ocasional intervención del legislador
para conjurar situaciones de emergencia -con todos los inconve-
nientes que ello tiene, particularmente en la actual circunstancia de
la vida nacional, en la que la actividad parlamentaria, por razones
cuyo análisis escapa a la índole de este estudio, no responde a las ur-
gencias de todo orden del país-, y además habría más equidad en el
tráfico jurídico, y se pondría nuestra legislación a tono, en materia
importante, con las más modernas orienta'ciones de la doctrina y del
derecho contemporáneos.

.. '

Nosotros sugerimos la siguiente fórrnula dé carácter general,
la cual consideramos que compendia los elementos estructurales ana-
lizados en el Capítulo III, los efectos indicados en el Capítulo V, y lo
expresado en el Capítulo IV acerca de la aplicación de la teoría fren-
te a las distintas fuentes de las obligaciones:

"Cuando se trate de obligaciones de ejecución sucesiva, periódi-
ca o diferida, emanadas de negocios jurídicos unilaterales o bilate-
rales cuyo cumplimiento se haga excesivamente oneroso a causa de, . . .
acontecimientos sobrevinientes y extraordinarios, imprevistos e I1Xl-

previsibles, ajenos a la voluntad de las partes, que impliqu;n grave
trastorno de la normalidad económica, la parte afectada podra deman-
dar la revisión judicial de la prestación a su cargo, o la suspensión
de su ejecución cuando el trastorno fuere temporal, o, según la natu-
raleza y gravedad de los sucesos, la disolución del negocio jurídico".

"La parte f~vorecida con las nuevas circunstancias, podrá evitar
la disolución del negocio jurídico ofreciendo modificar equitativa-

,.. "mente sus concaciones .

5, POSICION DE LA JURISPRUDENCIA NACIONAL. -La
Corte. en época que es quizás la de su mayor esplendor doctrinal, se
refirió a la imprevisión en los siguientes fallos, que implican clara-
mente su admisión, al menos los dos últimos:

En sentencia de 29 de octubre de 1.936 dijo: "Auncuando entre
los modernos expositores de derecho existe discrepancia sobre la adop-
ción de' esta teoría y auncuando en este fallo no se trata de su apli-
eabilidad, todos los oxpositores' están de acuerdo en que ella no tiene
cabida, ni puede aplicarse sino a los contratos en ejecución, pero nó
a los ya cumplidos porque entonces el acto jurídico ya no existe, de
suerte que por más que pudiera aplicársela no se podría llegar a la
revisión del contrato por ministerio 'de la justicia, puesto que la teoría
sólo se inspira' en la idea del equilibrio contractual. Cualquiera que
sea o llegue a ser el pensamiento de la Corté sobre esta teoría y so-
bre su aplicabilidad ante nuestra legislación" queda visto que en el
presente pleito no puede tal teoría desempeñar papel alguno por la
razón decisiva de que cuando Tomás Muñoz entabló su demanda el
17 de octubre de 1.932, ya estaba cumplida, por parte de Hoyos, su
obligación, cumplimiento que tuvo lugar el 14 de julio de ese año" (3).
-. En sentencia de 25 de febrero de 1937, al decidir sobre el pro-
blema de la inconstitucionalidad de las leyes de deudas, la Corte ad-

(3) Sentencia de 29 de octubre de 1936, G. J., N? 1.918, pág. 457.
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mitió la vigencia de la teoría de la . . .,. d imprevision en nuestro de h
priva o, en los términos siguientes: rec o

"Al estudiar el contenido de las . . ., .
c.abezan este capítulo, se echa de ver :u:o~~;~c;~~:~o~urldicas, que en-
lidad una norma nueva, ni por lo tanto vulneró no cr;o ~n ~ea-
cional de protección a los derechos ad ui id nero. la garantía ínstitu-
imperfecta relievó una noción del de!c~l o~, Stl~? quel, con técnica

• • • '..l: o Cien IllCO atente en la
conciencia juricaca, circunscribiéndola al' t' ,( ... ) . os In ereses del capital".

"Esa noción de derecho es conocida en la doctrin . .
prudencia con los nombres de la desaparición de la ba y ~~ la Jur~s-
de la im.previsión, de la revalorización, o de la altera:~~n de nlegoc~o,
eunstancias", e as crr-

"Se basa la teoría de la imprevisión en el hecho d 1
nos casos dados se hace indispensable atribuir una ciert: ~ue e~ a ~u-
~a;:to a la filnalidad del negocio como a las particulari~:le~r =~~~~

para. su ogro, sea en la hipótesis del error en la represent .,
de las circunstancias básicas del pacto al tie' d a:~on( ... ) . mpo e su perfección"

"E. 7! nuestro derecho privado positivo la te ' d l· .sión tien f l ,1 arta e a 'tmprevt
. e pre erente ap icación en los contratos a te' . d -c . rmtno e presta-
wnes sucestvas y de especulación" (4) (S b "u rayas nuestras).

y mediante sentencia de 23 de mayo de 1 938 1 C .,
criterio acerca de la aplicabilidad de l. . . . ~ a orte reitero sucho f. a imprevision en nuestro dere-

apart
'en o:m~ amplia. Transcribiremos, en guarda de la síntesis los
es mas Importantes: '

"La teoría de la imprevisión que se ún D . ,
recho Canónico debido a los esfuerzo d

g
1 emogu: nacio en el De-

M d
. . . s e os canomstas de la Ed d

e la que impusieron su a r .'1 a
impidiendo así el enriqueci~i::~o~e p~:o ~ t~ibunales eclesiásticos,
pensas del otro, como algo contrario a la e os ~o~tratantes a ex-:0 ,su~entenldida en los contratos una cláu~:~:l,,~:~~~a:~~ :~::~u~?,-

gun a cua sus autores explicaban l' '
reputaban haber subordinado la sub ¡~e ~s Pdartes Implícitamente se
gaciones en los t' . s s enCla e sus respectivas obli-

ermmos en que se habían id
cia/e 1., condicionesde hechoexistentesalc~~:";.1~o:tr~t:erts~n-
mu a completa es: "Contractus qui habent tractum .. a or-
dependant de futuro rebus sic stantibus intelliguntur". succesivum et

(4) G. J., Nros. 1.920-21,pág. 616.

"Esta teoría, radicalmente distinta de la noción de error y de
fuerza mayor, tiene por base la imprevisión, es decir que se trate de
hechos extraordinarios posteriores al contrato, que nó hayan podido
ser previstos por las partes, cuyo acaecimiento sin hacer completamen-
te imposible el .cumplimiento de la obligación, lo dificultan en forma
extrema, haciéndolo tan oneroso, que el contrato pierde para la par-
te obligada todo sentido y finalidad. No se trata en suma de una im-
posibilidad absoluta de cumplir, lo que constituye ya la fuerza ma-
yor, sino de una imposibilidad relativa, como la proveniente de una
grave crisis económica, de una guerra, etc".

"Aceptada casi unánimemente esta teoría en los últimos años por
la doctrina Y la jurisprudencia extranjeras en el campo del derecho
administrativo, no ha tenido sinembargo igual acogida en el campo
del derecho civil, objetándose de contraria a la integridad y firmeza
de los contratos. En Francia, la jurisprudencia de los tribunales civi-
les durante todo el siglo pasado rehusó aplicar la teoría, porque le
daban primacía al principio de la autonomía de la voluntad. Solamen-
te en los años posteriores a la gran guerra, 1.914-1.918, los grandes
tratadistas, a merced del abandono de la interpretación exegética de
los textos, tratan de incrustarla dentro de la doctrina de los códigos
de tradición napoleónica, aun cuando entre ellos surgen desacuerdos
cuando se dedican a darle el verdadero fundamento científico. Así a
la escuela espiritualista de Ripert, fundada sobre el predominio de la
noción de moral, se oponen las opiniones de Bonnecasse y de Demo-
gue, para quienes la noción de derecho y la función económica y social
del contrato, bastan a justificar la teoría. .. ( ... ) ".

" . .. la teoría de la imprevisión, alegada en un juicio por vez
primera en el recurso de casación, sin que se haya debatido en las ins-
tancias, constituye un medio nuevo incompatible con la técnica de

este recurso".
"En efecto, mucho se ha discutido acerca del efecto concreto

que tenga la aplicación práctica de la teoría. Para unos su efecto se
asemeja al de la resolución del contrato por el evento de una condi-
ción resolutoria. Desaparecida la obligación y retrotraídas las cosas
al estado que tenían al tiempo de nacer el vínculo jurídico, queda
abierto a las partes el camino para llegar a un nuevo acuerdo sobre
las circunstancias modificadas. Para otros el efecto sería la rescilia-
ción del contrato. El juez estaría facultado para determinar hasta
qué momento obliga la ejecución del contrato y desde qué instante
las partes quedan exoneradas en presencia de los acontecimientos
constitutivos de la imprevisión. y para la mayoría de los partidarios

t .
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de la teoría, la solución más satisfactoria es la de la revisión de las
condiciones 'del contrato como medio de adaptarlo a las nuevas ne-
cesidades, bien obligando el juez a las partes a convenir en las nue-
vas condiciones del contrato, amenazándolas con la resolución, o ya
asumiendo el juez directamente' la facultad de señalar esas nuevas
condiciones, en ausencia del acuerdo de las partes".

"Pero sea cualquiera el efecto que se le asigne a la teoría, la
imprevisión tiene que formularse en instancia, probarse y debatirse
ampliamente. Consistiendo en un remedio de aplicación extraordi-
naria, débese establecer con creces que las nuevas circunstancias ex-
ceden en mucho las previsiones .que racionalmente podían hacerse al
tiempo de contratar, y que esos acontecimientos son de tal carácter
y gravedad que hacen intolerable la carga de la obligación para una
de las partes, amén de injusta y desorbitante ante las nuevas circuns-
tancias .. Todo esto, como es obvio, requiere la concurrencia de un con-
junto de hechos complejos y variados, que deben alegarse y probarse
y ser materia de decisiones especiales de los jueces de instancia" (5).

El artículo 29 de la ley 64 de 1.946, que modificó el artículo 8?
de la ley 6" de 1.945, conservó la misma disposición acerca de la im-
previsión, en los términos ya citados.

Finalmente el Código Laboral, manteniendo la orientación con-
signada en los antecedentes legislativos mencionados, dió cabida a
la teoría en los términos siguientes:

"Art. 50. -Todo contrato de trabajo es revisable cuando quie-
ra que sobrevengan imprevisibles y graves alteraciones de la norma-
lidad económica. Cuando no haya acuerdo entre las partes acerca de
la existencia de tales alteraciones, corresponde a la justicia del tra-
bajo decidir sobre ella y, mientras tanto, el contrato sigue en todo

. "su vIgor.
"Art. 480. -Las convenciones colectivas son revisables cuando

quiera que sobrevengan imprevisibles y graves alteraciones de la
normalidad económica. Cuando no haya acuerdo entre las partes a-
cerca de la revisión fundada en tales alteraciones, corresponde a la
justicia del trabajo decidir sobre ellas; y entre tanto estas convencio-
nes siguen en todo su vigor".

De los textos transcritos se desprende que el legislador colom-
biano ha querido adoptar, como efecto de la aplicación de la teoría
de la imprevisión en materia laboral, la revisión del contrato o de la
convención colectiva, a fin de adaptar sus prestaciones 'a la nueva
realidad económica impuesta por los acontecimientos sobrevinientes.
Es decir, ha querido preservar ante todo la continuidad de la relación
laboral, teniendo en cuenta, seguramente, las graves repercusiones
de índole social y económica que para el país traería la terminación
brusca y general de un número apreciable de contratos de trabajo,
como consecuencia de un trastorno de la normalidad económica.

Como acertadamente lo expresa el Profesor Guillermo Camacho
Henríquez (6), la acción de revisión 'comprende lo siguiente:

"1. Comprobar la existencia de alteraciones de la normalidad
económica que sean graves e imprevisibles.

2. Saber de qué manera tales alteraciones han afectado el equi-
librio económico de las obligaciones de una convención; y

3. Decretar con base en lo anterior el reajuste de tales obliga-
ciones (es decir, revisar en sentido propio) para volver a la conven-
ción el equilibrio original pactado por las partes y destruído por las
imprevistas y graves alteraciones de la economía nacional.

(6) Guillermo Camacho Henríquez: "Derecho Colectivo del Trabajo", Publicaciones
de la Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 1964, pág. 236.

•

B) EN EL DERECHO LABORAL

La teoría de la imprevisión, como ya se indicó, ha sido expresa-
mente consagrada, a través de normas de carácter general, en nuestra
legislación laboral, lo cual es explicable por tratarse de una rama
nueva del derecho, de mayor receptividad, por tanto, para las mo-
dernas teorías.

En orden cronológico, las siguientes son las disposiciones que se
refieren a la aplicación de los principios de la imprevisión en el de-
recho del trabajo:

El Decreto 2350 de 1.944 expresa, en su artículo 11, que el con-
trata de trabajo "será revisable cuando quiera que sobrevengan im-
previsibles alteraciones de la. normalidad económica".

El artículo 89 de la ley 6'!ode 1.945 reitera, en su inciso 29, el
mismo principio: "Todo contrato será revisable cuando quiera que
sobrevengan imprevisibles y graves alteraciones de la normalidad
económica". El decreto reglamentario de esta ley, el 2127 de 1.945,
lo reproduce en su artículo 42, y agrega: "Cuando no haya acuerdo
entre las partes acerca de la revisión fundada en tales alteraciones,
corresponderá a la justicia del trabajo decidir sobre ellas. Entre tan-
to, los contratos, pactos, convenciones o fallos arbitrales existentes,
seguirán en todo su vigor". . .
(5) Sentencia de 23 de mayo de 1938, G. J., N? 1.936, págs. 544 y ss.
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Como se ve la función judicial se orienta nó a establecer una
nueva convención sino a restablecer los términos de una anterior.

Deberá seguirse el trámite del juicio ordinario de trabajo ante
la falta de un procedimiento especial".

En nuestra opinión, para que tengan plena vigencia los princi-
pios de la imprevisión en materia laboral, se requiere que la acción
de revisión se tramite por la vía de un juicio especial, de términos
breves, dada la celeridad que exige la solución de los conflictos labo-
rales, y nó a través de la larga y dispendiosa de un juicio ordinario,
como ocurre en la actualidad. Para la revisión de las convenciones
se podría pensar, incluso, en adoptar un trámite igual o parecido al
que actualmente rige para los conflictos colectivos de trabajo, con
la restricción de su sometimiento, en caso de no lograrse acuerdo en
la etapa de arreglo directo o en la de conciliación, a arbitramento
obligatorio.

Conservar el trámite del juicio ordinario equivale en la práctica,
si además se tiene en cuenta la lentitud característica de nuestra jus-
ticia, a hacer inoperante el instituto jurídico de la imprevisión, en
cuya consagración se mostró avanzado el legislador colombiano. En
cambio, el darle plena efectividad a sus principios mediante un pro-
éedimiento rápido que consulte la economía procesal, contribuiría al
mejoramiento de la paz social.

C) EN EL DERECHO ADMINISTRATIVO

1. AUSENCIA DE UNA NORMA GENERAL. -No se encuentra
en nuestro derecho administrativo una norma de carácter general,
consagratoria de la teoría de la imprevisión.

En los últimos años, a la par con el avance de la teoría, se ha ve-
nido expresando el deseo de los doctrinantes de que la imprevisión
obtenga consagración definitiva, a través de fórmulas de carácter
general, en los contratos administrativos.

Tal aspiración se refleja en la siguiente resolución, emanada de
la Quinta Conferencia Interamericana de Abogados, reunida en Lima
en el año de 1.947:

"19 Que la teoría del riesgo imprevisible que se aplica a la con-
cesión de servicios públicos, es también de aplicación a los demás
contratos administrativos, particularmente en los de obras públicas
y de suministro.

29 -Que si en ocasión de sobrevenir hechos extraordinarios que
que alteren las circunstancias de la relación obligacional, indepen-
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dientes de la voluntad de las partes e imprevisibles, que subviertan
la economía del contrato, el contratante no deja de cumplir con la
obligación contraída, tiene derecho a exigir que la administración cu-
bra total o parcialmente, los aumentos producidos, conforme a los
principios de la equidad. . . ,

39 -Que debe por consiguiente, incluirse en la legislación nor-
mas que permitan 'en los contratos a largo plazo la apl~ca:i?n de la
teoría de la imprevisión, a fin de reajustar el orden [urídico a la
ealidad y evitar así la grave lesión que importaría para una de las

partes mantener en esta emergencia la inflexibilidad de los contratos.
. 4Q -Que el mecanismo correctivo que se p~e;;a en e~t?s ca~os,
debe contemplar un reajuste equitativo por revision adm.1m~tratIva,
con recurso ante el Poder Judicial, que comprenda las varraciones en
en más, en el precio de los bienes y servicios" (7).

..

2. PROYECTO DE LEY PRESENTADO POR EL GOBIERN?
-En Colombia, como antecedente digno de destacarse en el ~~peno
por lograr la consagración de la teoría para los contratos admlm~tra-
tivos se encuentra el proyecto de ley presentado por la rama ejecu-
tiva 'en el año de 1.937, por intermedio del señor Ministro ~e Go-
bierno, Doctor Alberto Lleras, cuyo contenido,. en la parte pertinente,
es el siguiente: (8) _

"Artículo 49 -En todo contrato que se celebre en nombre del
Estado y que tenga por objeto la contrucción de obras públicas o la
presta;ión de servicios públicos, deben prefijar.s: cl~:amente los mo-
tivos que den lugar a su caducidad o su mo~flCaclOn. .

"Como causales de modificación deben figurar precisamente las
siguientes:

"a) Si el contrato versa sobre construcción d.e. ob~~s públicas,
cualquiera de los contratantes podrá pedir la modif~caclOn de.l c~>n-
trato, en cuanto al tiempo de ejecución, si alguna circunstancia Im-
previsible que ocurra después de celebrad? ~l contr~t? :haga nec~s~-
ria, justa o conveniente a los intereses pubhco~, a JUICIOdel gobier-
no, la reducción o ampliación del plazo co~vem~o dentro .de las ~o-
sibilidades de la técnica; en cuanto al precio estipulado, SI c~~lqUIer
fenómeno económico, imprevisible al tiempo de la celebrac1~n del
contrato, modifica o altera la ecuación financiera que ha servido de

(7) Enrique Sayagués Laso: "Tratado de Derec~o Administrativo", volumen 1, Ed.
Martín Bianchi Altuna, Montevideo, 1953,pago 572. .

(8) Jaime Vidal Perdomo: "Derecho Administrativo General", Ed. Temis, Bogotá,
1.966,págs. 436 y 437.
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base para su celebración. En estos casos, el gobierno y el juez admi-
nistrativo apreciarán, de acuerdo con las conveniencias públicas y los
documentos que aporte el contratista, la causal de modificación, te-
niendo en cuenta el precio de los elementos a adquirir, el valor ad-
quisitivo de la moneda, el costo de la vida, y todos los demás facto-
res apreciables.

"b) Si se trata de contratos o concesiones sobre prestación de
servicios públicos o sobre actividades que conforme el artículo 39 de
esta ley deben considerarse de servicio público,cualquiera de los
contratantes podrá pedir la modificación del contrato, en cuanto a
la forma de ejecución, cuando ella sea necesaria para mejorar el ser-
vicio público de que se trate, circunstancia que apreciará el gobierno;
en cuanto a su ecuación financiera, cuando un acontecimiento de ca-
rácter imprevisible o circunstancias económicas imprevisibles en el
momento de la celebración del acto, justifiquen esa modificación.

"Parágrafo 19 -Para establecer la ecuación financiera del con-
trato o de la concesión,cuando se trate de actividades relativas a la
exp.lotación de las riquezas naturales o a servicios públicos de carác-
ter' industrial, a juicio del gobierno, deberá necesariamente fijarse en
el vcontrato o en el acto de concesión un límite máximo y un límite
mínimo de utilidad para el contratista o concesionario, teniendo en
cuenta los principios establecidos en las leyes sobre impuestos a la
renta, patrimonio y exceso de utilidades. Lo dispuesto en este pará-
grafo se aplicará a los contratos o concesiones actualmente vigentes
si bajo la vigencia de esta ley existen y' ocurren las circunstancias im-
previsibles de que se trata, que alteren actualmente la ecuación fi-
nanciera que existía al momento de celebrar el contrato u otorgar la
concesión, si a causa de esta alteración el contratista o concesiona-
rio está obteniendo utilidades que excedan el límite máximo que el
gobierno, al reglamentar esta ley, fije para los fines de su aplicación
según el género de actividades de que se trate.

"Parágrafo 29 -Las providencias que en relación con este ar-
tículo dicte el gobierno de oficio o a petición del otro contratante, es-
tarán sujetas en todo caso al recurso de revisión ante los jueces ad-
ministrativos, o a consulta ante los mismos jueces, que hará el fun-
cionario que dicte la providencia, dentro de los treinta días siguien-
tes, y sólo serán aplicables esas providencias después de que el juez
administrativo las haya declarado legales. Los dictámenes del juez
administrativo en estos casos serán obligatorios para ambas partes.
Los jueces administrativos tendrán un plazo improrrogable de trein-
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ta días para decidir los recursos que se les sometan en relación con
las providencias de que trata este artículo".

De la interesante exposición de motivos con que se acompañó
el proyecto de ley, extractamos los siguientes apartes: (9)

"Los modernos tratadistas de derecho administrativo, especial-
mente Jeze, Berthelemy, Bonnard y Rolland estudian lo relativo al
riesgo imprevisible en los contratos de esta clase (contratos sobre
construcción de obras públicas y prestación de servicios públicos) y a
lo que se llama la ecuación financiera de esos contratos, que, en sín-
tesis, es el equilibrio económico que debe existir en todo acto de esta
clase, equilibrio que es justo que se respete, porque es obvio que tra-
tándose de obras públicas o servicios públicos, tanto el Estado como
el contratista están interesados en que a ambos les resulte ventajo-
so y conveniente el contrato. No se debe tolerar que el contratista
gane más de lo justo en un contrato de esta clase, pero tampoco es
equitativo exponerlo a que pierda, porque el interés común está en
que preste eficientemente el servicio público concedido, o ejecute
lealmente la obra de que se trate. ( ... )

"Este principio (se refiere la exposición de motivos al conteni-
do en el arto 1602 del Código Civil), que establece la intangibilidad
de los contratos civiles, deberá aplicarse exactamente a los contra-
tos y concesiones de s'ervicios públicos? Imposible aceptarlo, porque
mientras en los contratos civiles sólo van envueltos intereses priva-
dos de los contratantes, en los contratos de servicio público van en-
vueltos los intereses colectivos, intereses que son de las generaciones
actuales y también de las futuras ( ... ).

HObvio es que el riesgo imprevisible que este artículo del proyec-
to desarrolla, no se puede confundir con la fuerza mayor o caso for-
tuito, que son fenómenos diferentes, pues mientras estos' establecen
una imposibilidad para cumplir el contrato, el riesgo imprevisible
parte del supuesto de que el contrato puede cumplirse, sólo que en
virtud de las nuevas circunstancias que han surgido, debe modificarse
dentro de la equidad para ambas partes y conforme a las convenien-
cias públicas afectadas por el contrato. Supónganse, entre muchos ca-
sos que puedan ocurrir, los siguientes:

"Temiendo un conflicto internacional, o en circunstancias eco-
nómicas críticas de gravedad excepcional, el Estado celebra un con-
trato administrativo u otorga una concesión de servicio público en
condiciones muy gravosas para la colectividad, pero que en este mo-

(9) Pareja: ,ob. Cit., pág. 481.'
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mento se le imponen por las circunstancias, y por ellas mismas se
explican. Sobrevenidas posteriormente circunstancias mejores im-
previsibles en el momento del acto y normalizada la situación g~neral
el concesionario se halla en una situación de privilegio exorbitante:
que perdurará por largo tiempo, produciéndole ganancias despropor-
cionadas al capital y al trabajo invertidos, a costa de los intereses
públicos; la ecuación financiera de la concesión está alterada en con-
tra del Estado, que sufre lesión enorme con este acto. ( ... ) En un
caso semejante, los principios' que consagra este artículo del proyecto
funcionarían para defender al Estado, respetando los justos intere-
ses del concesionario.

"Puede ocurrir un caso análogo, en que esos mismos principios
se apliquen en favor de un particular contratante.

"Para la construcción de una obra pública cualquiera, el Estado
celebra un contrato en época en que el peso colombiano tiene un va-
lor adquisitivo igual al dólar, moneda esta última que por las cir-
cunstancias de la obra deberá el contratista emplear para adquirir los
elementos necesarios a la ejecución de su trabajo. Circunstancias im-
previsibles, posteriores a la celebración del contrato, modifican con-
siderablemente en contra la relación de la moneda colombiana con el
dólar, o alteran sustancialmente el costo de la vida y los jornales obre-
ros; será justo que si el contratista, por esas circunstancias imprevi-
sibles, se pone en situación de pérdida efectiva en el negocio, por
quedar sus utilidades por debajo del límite mínimo fijado por' el go-
bierno para ese caso, sea forzado a cumplir su contrato sin poder exi-
gir del Estado una modificación de éste que le permita ejecutar la
obra en condiciones equitativas? En casos como éstos, plenamente de-
mostrados, los principios de ese proyecto funcionarán en beneficio del
contratista" .

3. CLAUSULAS DE REVISION. -En los últimos tiempos se
ha ido generalizando en los contratos administrativos la tendencia a
estipular cláusulas de revisión de los mismos, por variaciones impre-
vistas e imprevisibles de los costos que se tuvieron en cuenta para
la fijación de las respectivas prestaciones.

El empleo. de tales cláusulas fue objeto de especial recomenda-
ción por parte del gobierno francés mediante circular de 10 de agos-
to de 1.938, en la que se expresa:

"Esas cláusulas deberán, por lo demás, permitir a la Administra-
ción pública obtener condiciones de precios más favorables que en el
pasado, puesto que, sabiendo la posibilidad de revisarlos,el contra-
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tista no tendrá que resguardarse excesivamente contra el alza even-
tual de los precios.

"La Comisión Nacional de contratos recomienda pues, con mu-
cha insistencia, a todos los establecimientos introducir en lo sucesivo,
en todo contrato de suministros o de obras, a precio fijo o variable
sobre costos, cuando se calcule que esos precios puedan sufrir varia-
ciones notables una cláusula de revisión ... " (10).

La estipulación de tales cláusulas, que cada vez se hace más fre-
cuente en los contratos que celebran en Colombia las entidades de
derecho público, antes que significar la crisis de la teoría de la im-
previsión, como lo pretende el profesor Carlos H. Pareja (11), re-
presenta la etapa más avanzada de su evolución, pues consideramos
que es la forma más eficaz de hacer operantes sus principios, ya que
su aplicación, cuando se reúnan los supuestos de hecho requeridos,
obedecerá a una obligación contractual, y no estará sometida por tan-
to al arbitrio judicial.

"

4. LAS CLAUSULAS DE REVISION EN NUESTRA LEGISLA-
CION. -La ley 4'1-de 1.964 dispone lo siguiente:

"Artículo 19 -Los contratos que celebren la nación, los ins-
titutos, las empresas o establecimientos públicos descentralizados y
demás entidades oficiales con personas privadas, naturales o jurí-
dicas, para estudios, construcción, mejora Y conservación de las obras
que corresponda ejecutar a esas entidades y para ejerecer la inter-
ventorÍa de las labores de los contratistas, se sujetarán a las dispo-
siciones de la presente ley.

"Artículo 11. -En los contratos a que se refiere el literal a)
del artículo 29 (este literal comprende los contratos para construc-
ción, mejoras, adiciones o conservación, por un precio alzado o apre-
cios unitarios) se pactarán revisiones periódicas del precio alzado o
de los precios unitarios, en función de toda variación de los factores
determinantes de los costos previstos ( ... ) Parágrafo 29 -Donde ello
fuere posible, los ajustes se harán mediante fórmulas matemáticas
que deberán quedar incorporadas en el respectivo contrato". (El pa-
réntesis y las subrayas no son del texto).

El artículo 17 del Decreto 1518 de 1.965, reglamentario de la
prementada ley 4110 de 1.964, expresa en su arto 17, inciso 19

:

"En los contratos a que se refiere el artículo 2Q de la ley 4'1-de
1.964, literales a) y e), habrá lugar al reajuste o revisión periódica

(lO) Pareja: Ob. Cit., pág. 477.
(11) Pareja: Ob. Cit., pág. 477.
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de los precios, en función de toda variación de cualquiera de los .fac-
tores determiantes de los costos previstos ... " (La 'subraya es nues-
tra, y con ella queremos hacer notar, de paso, cómo en esta disposi-
ción parece haber un exceso en el ejercicio de la potestad reglamenta-
ria, pues mientras la ley sólo consagra la revisión para los contratos
relacionados en el literal a) de su artículo 29, este Decreto la ex-
tiende a los del literal c).

El artículo 18 del precitado decreto reglamentario dispone:

"En caso de que la respectiva entidad no adopte el sistema de
fórmulas matemáticas de reajuste de precios, deberá reglamentar el
sistema que a~opte para las revisiones periódicas del precio o de los
precios unitarios, teniendo en cuenta las siguientes reglas:

a) Deberán comenzar a regir a partir del momento en que se
haga la solicitud, comprobando que ha ocurrido variación en cual-
quiera de los factores determinantes de los costos previstos.

"b) El nuevo precio que se establezca deberá reflejar exactamen-
te la variación ocurrida en el costo en relación con lo presupuestado,
incluyendo los porcentajes en gastos generales y remuneración del
contratista" .

5., CRITICA DE LAS NORMAS QUE REGULAN LA REVI-
SION DE LOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS. -Hemos querido
transcribir la parte pertinente de los textos legales que regulan la
revisión de los contratos administrativos en Colombia, para resaltar
su falta de técnica. En efecto, y tal como aparecen redactados, no re-
presentan, en manera alguna, la consagración de los principios que
informan la teoría de la imprevisión. Esta, como se ha expuesto rei-
teradamente a lo largo de estas notas, exige el advenimiento de acon-
tecimientos imprevistos e imprevisibles, de carácter extraordinario,
Que alteren fundamentalmente la economía contractual.

Como se ha dicho repetidamente, y de' acuerdo con nuestra con-
cepción de la teoría, lo que se busca con ella es evitar a la parteafec-
tada el quebranto patrimonial de carácter ruinoso que le sobreven-
dría si se le contriñera a cumplir la obligación en las condiciones ini-
cialmente estipuladas, pero nó el garantizarle que efectivaménte va
a derivar de la operación contractual, en forma total o parcial, la ga-
nancia que de ella esperaba obtener. Y a esto último conduce la apli-
cación de las disposiciones transcritas.
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En el tráfico jurídico se corre siempre un áleas normal de ga-
nancia o de pérdida. Y si ello se acepta plenamente en el derecho pri-
vado, en el que prima el ánimo de lucro, no se ve por qué se deba es-
tablecer un privilegio para quienes contratan con el Estado, en el senti-
do de que se les hará el reajuste correspondiente "en función de toda
variación de cualquiera de los factores determinantes de los costos pre-
vistos", sin entrar a discriminar la naturaleza de esas variaciones, ni
su origen, ni su incidencia concreta en las prestaciones del contrato
cuya revisión se pretende, y auncuando ellas sean de las que entran
en la previsión normal de un contratante prudente, habida cuenta de
las fluctuaciones corrientes de los precios en nuestra economía.

O sea que se les asegura, mediante las aludidas cláusulas de re-
visión -en la forma en que éstas aparecen ordenadas por las preci-
tadas normas-, no solamente que no van a tener ninguna pérdida
en el contrato que han celebrado con el Estado (y es oportuno recor-
dar que para que las pérdidas sean constitutivas de imprevisión de-
ben tener un carácter excepcional), sino también que van a obtener
la utilidad esperada del mismo.

Atrás expresamos (Capítulo III) que la excesiva onerosidad, co-
mo requisito básico de la teoría de la imprevisión, no consiste en la
menor utilidad, ni en la frustración de la ganancia esperada. Bonnard
(12), al analizar las consecuencias del estado de imprevisión en los
contratos administrativos, incluye la siguiente: "Compensación de
las pérdidas sufridas, no del lucro cesante, y no tampoco de todas las
pérdidas, sino tan sólo de las excepcionales" (Subrayas nuestras).
y en este mismo sentido se pronuncia Sayagués Laso (13), quien al
referirse a los requisitos de la teoría, y al derecho que asiste al par-
ticular contratante afectado con la excesiva onerosidad sobreviniente
a que la administración le compense todo o parte de las pérdidas,
puntualiza: "La indemnización no comprende la ganancia del con-
tratista, limitándose a compensar total o parcialmente las pérdidas".

Por lo anterior consideramos que la ley 4'1<de 1.964, al ordenar
la estipulación de las cláusulas de revisión para ciertos contratos ad-
ministrativos, debió haberlo hecho en armonía con los principios de
la teoría de la imprevisión, como un modo de incorporación expresa
de los mismos a nuestro derecho administrativo. Pero en la forma en
que está estructurada la citada norma legal, aparece como una con-
quista legislativa de un determinado gremio económico y profesional,
que no consulta la técnica jurídica ni los intereses públicos.

(12) Bonnard: Citado por Pareja, Ob. Cit., pág. 479.
(13) Sayagués Laso: Ob. Cit., 1 Tomo, pág. 573.
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6. CONVENIENCIAD:E LA CONSAGRACIONEXPRESA D:E
LA IMPREVISION PARA LOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS.
-Como ya hablamos de la conveniencia de una norma de carácter
general al referirnos al derecho civil, no insistiremos más sobre este
aspecto, pues las razones ya aducidas son valederas también para los
contratos que se celebren con el Estado. Sólo recordaremos que uno
de los efectos de la aplicación de la teoría, o sea el de la suspensión
de la ejecución de la obligación, no se ajusta bien a la índole del
contrato administrativo, en el que interesa primordialmente la con-
tinuidad en la prestación del servicio público.

PLANIOL y RIPERT: Tratado Práctico de Derecho Civil Francés -. .
POPESCU, CORNELIU MIHAIL: Essai d'une Th~orie de L~imprévision e~ Droit

Francais et Comparé, Librairie Générale de nroit et de Junsprudence, París, 1937.
REZZONICO, LUIS MARIA: La Fuerza Obligatoria del Contrato y la Teoría de la

Imprevisión *.
RIPERT GEORGES: La Regla Moral en las Obligaciones Civiles *.
SARRIA' EUSTORGIO, Derecho Administrativo, IV edición, Ed. Temis, Bogotá, 1962.
SAYAGÚESLASO, ENRIQUE: Tratado de Derecho Administrativo •.
SERRA ROJAS, ANDRES: Derecho Administrativo, Ed. Olimpo, México, 1959.
TAFUR MORALES, FRANCISCO: La Nueva Jurisprudencia de la Corte •
DERECHO CIVIL (Parte General y Personas) *
VALENCIAZEA, ARTURO: Curso de Derecho Civil Colombiano de las Oblígacíones",
VIDAL PERDOMO, JAIME: Derecho Administrativo General *.

7Q VIGENCIA DE LA IMPREVISION EN NUESTRO DERE-
ADMINISTRATIVO.-Si las "reglas generales de derecho" a que
alude el artículo 8Q de la ley 153 de 1.887 son, según se vió, las que
emanan del derecho como ciencia, y no exclusivamente aquellas pro-
pias de una de sus ramas, ni tampoco las del sistema jurídico de un
determinado país; y si la imprevisión,como lo sostenemos, consti-
tuye una regla general de derecho, es lógico concluir que sus princi-
pios tienen plena aplicación en nuestro derecho administrativo, para
los contratos de esta índole.
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